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PROYECTO DE LEY NUMERO 244 DE 2005 SENADO

por medio de la cual se aprueba la “Convención para la Salvaguardia
del Patrimonio Cultural Inmaterial”, aprobada por la Conferencia
General de la UNESCO en su 32ª reunión, celebrada en parís y clausurada
el diecisiete (17) de octubre de dos mil tres (2003), y hecha y firmada

en París el tres (3) de noviembre de dos mil tres (2003).

El Congreso de la República
Visto el texto de la “Convención para la Salvaguardia del Patrimonio

Cultural Inmaterial”, aprobada por la Conferencia General de la UNESCO
en su 32ª reunión, celebrada en parís y clausurada el diecisiete (17) de
octubre de dos mil tres (2003), y hecha y firmada en París el tres (3) de
noviembre de dos mil tres (2003), que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del
Instrumento Internacional mencionado).

CONVENCION PARA LA SALVAGUARDIA

DEL PATRIMONIO CULTURAL INMATERIAL

París, 17 de octubre de 2003
«CONVENCION PARA LA SALVAGUARDIA

DEL PATRIMONIO CULTURAL INMATERIAL
La Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas

para la Educación, la Ciencia y la Cultura, denominada en adelante “la
UNESCO”, en su 32ª reunión, celebrada en París del veintinueve de
septiembre al diecisiete de octubre de 2003,

Refiriéndose a los instrumentos internacionales existentes en materia
de derechos humanos, en particular a la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos de 1948, al Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales de 1966 y al Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos de 1966,

Considerando la importancia que reviste el patrimonio cultural
inmaterial, crisol de la diversidad cultural y garante del desarrollo
sostenible, como se destaca en la Recomendación de la UNESCO sobre
la salvaguardia de la cultura tradicional y popular de 1989, así como en
la Declaración Universal de la UNESCO sobre la Diversidad Cultural de
2001 y en la Declaración de Estambul de 2002, aprobada por la Tercera
Mesa Redonda de Ministros de Cultura,

Considerando la profunda interdependencia que existe entre el
patrimonio cultural inmaterial y el patrimonio material cultural y natural,

Reconociendo que los procesos de mundialización y de transformación
social por un lado crean las condiciones propicias para un diálogo
renovado entre las comunidades pero por el otro también traen consigo,
al igual que los fenómenos de intolerancia, graves riesgos de deterioro,
desaparición y destrucción del patrimonio cultural inmaterial, debido en
particular a la falta de recursos para salvaguardarlo,

Consciente de la voluntad universal y la preocupación común de
salvaguardar el patrimonio cultural inmaterial de la humanidad,

Reconociendo que las comunidades, en especial las indígenas, los
grupos y en algunos casos los individuos desempeñan un importante
papel en la producción, la salvaguardia, el mantenimiento y la recreación
del patrimonio cultural inmaterial, contribuyendo con ello a enriquecer
la diversidad cultural y la creatividad humana,

Observando la labor trascendental que realiza la UNESCO en la
elaboración de instrumentos normativos para la protección del patrimonio
cultural, en particular la Convención para la Protección del Patrimonio
Mundial, Cultural y Natural de 1972,

Observando además que todavía no se dispone de un instrumento
multilateral de carácter vinculante destinado a salvaguardar el patrimonio
cultural inmaterial,

Considerando que convendría mejorar y completar eficazmente los
acuerdos, recomendaciones y resoluciones internacionales existentes en
materia de patrimonio cultural y natural mediante nuevas disposiciones
relativas al patrimonio cultural inmaterial,

Considerando la necesidad de suscitar un mayor nivel de conciencia,
especialmente entre los jóvenes, de la importancia del patrimonio cultural
inmaterial y de su salvaguardia,

Considerando que la comunidad internacional debería contribuir,
junto con los Estados Partes en la presente Convención, a salvaguardar
ese patrimonio, con voluntad de cooperación y ayuda mutua,

Recordando los programas de la UNESCO relativos al patrimonio
cultural inmaterial, en particular la Proclamación de las obras maestras
del patrimonio oral e inmaterial de la humanidad,

Considerando la inestimable función que cumple el patrimonio cultural
inmaterial como factor de acercamiento, intercambio y entendimiento
entre los seres humanos,
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Aprueba en este día diecisiete de octubre de 2003 la presente
Convención.

I. Disposiciones generales

Artículo 1º. Finalidades de la Convención

La presente Convención tiene las siguientes finalidades:
a) La Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial;
b) El respeto del patrimonio cultural inmaterial de las comunidades,

grupos e individuos de que se trate;
c) La sensibilización en el plano local, nacional e internacional a la

importancia del patrimonio cultural inmaterial y de su reconocimiento
recíproco;

d) La cooperación y asistencia internacionales.
Artículo 2º. Definiciones

A los efectos de la presente Convención,
1. Se entiende por “patrimonio cultural inmaterial” los usos,

representaciones, expresiones, conocimientos y técnicas –junto con los
instrumentos, objetos, artefactos y espacios culturales que les son
inherentes– que las comunidades, los grupos y en algunos casos los
individuos reconozcan como parte integrante de su patrimonio cultural.
Este patrimonio cultural inmaterial, que se transmite de generación en
generación, es recreado constantemente por las comunidades y grupos en
función de su entorno, su interacción con la naturaleza y su historia,
infundiéndoles un sentimiento de identidad y continuidad y contribuyendo
así a promover el respeto de la diversidad cultural y la creatividad
humana. A los efectos de la presente Convención, se tendrá en cuenta
únicamente el patrimonio cultural inmaterial que sea compatible con los
instrumentos internacionales de derechos humanos existentes y con los
imperativos de respeto mutuo entre comunidades, grupos e individuos y
de desarrollo sostenible.

2. El “patrimonio cultural inmaterial”, según se define en el párrafo 1
supra, se manifiesta en particular en los ámbitos siguientes:

a) Tradiciones y expresiones orales, incluido el idioma como vehículo
del patrimonio cultural inmaterial;

b) Artes del espectáculo;
c) Usos sociales, rituales y actos festivos;
d) Conocimientos y usos relacionados con la naturaleza y el universo;
e) Técnicas artesanales tradicionales.
3. Se entiende por “salvaguardia” las medidas encaminadas a garantizar

la viabilidad del patrimonio cultural inmaterial, comprendidas la
identificación, documentación, investigación, preservación, protección,
promoción, valorización, transmisión –básicamente a través de la
enseñanza formal y no formal– y revitalización de este patrimonio en sus
distintos aspectos.

4. La expresión “Estados Partes” designa a los Estados obligados por
la presente Convención y entre los cuales está esté en vigor.

5. Esta Convención se aplicará mutatis mutandis a los territorios
mencionados en el artículo 33 que pasen a ser Partes en ella, con arreglo
a las condiciones especificadas en dicho artículo. En esa medida la
expresión “Estados Partes” se referirá igualmente a esos territorios.

Artículo 3º. Relación con otros instrumentos internacionales

Ninguna disposición de la presente Convención podrá ser interpretada
de tal manera que:

a) Modifique el estatuto o reduzca el nivel de protección de los bienes
declarados patrimonio mundial en el marco de la Convención para la
Protección del Patrimonio Mundial, Cultural y Natural de 1972 a los que esté
directamente asociado un elemento del patrimonio cultural inmaterial; o

b) Afecte los derechos y obligaciones que tengan los Estados Partes en
virtud de otros instrumentos internacionales relativos a los derechos de
propiedad intelectual o a la utilización de los recursos biológicos y
ecológicos de los que sean partes.

II. Organos de la Convención

Artículo 4º. Asamblea General de los Estados Partes

1. Queda establecida una Asamblea General de los Estados Partes,
denominada en adelante “la Asamblea General”, que será el órgano
soberano de la presente Convención.

2. La Asamblea General celebrará una reunión ordinaria cada dos
años. Podrá reunirse con carácter extraordinario cuando así lo decida, o
cuando reciba una petición en tal sentido del Comité Intergubernamental
para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial o de por lo menos
un tercio de los Estados Partes.

3. La Asamblea General aprobará su propio Reglamento.
Artículo 5º. Comité Intergubernamental para la Salvaguardia del

Patrimonio Cultural Inmaterial

1. Queda establecido en la UNESCO un Comité Intergubernamental para
la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial, denominado en adelante
“el Comité”. Estará integrado por representantes de 18 Estados Partes, que
los Estados Partes constituidos en Asamblea General elegirán al entrar la
presente Convención en vigor según lo dispuesto en el artículo 34.

2. El número de Estados miembros del Comité pasará a 24 en cuanto
el número de Estados Partes en la Convención llegue a 50.

Artículo 6º. Elección y mandato de los Estados miembros del Comité

1. La elección de los Estados miembros del Comité deberá obedecer
a los principios de una distribución geográfica y una rotación equitativas.

2. Los Estados Partes en la Convención, reunidos en Asamblea
General, elegirán a los Estados miembros del Comité por un mandato de
cuatro años.

3. Sin embargo, el mandato de la mitad de los Estados miembros del
Comité elegidos en la primera elección será solo de dos años. Dichos
Estados serán designados por sorteo en el curso de la primera elección.

4. Cada dos años, la Asamblea General procederá a renovar la mitad
de los Estados miembros del Comité.

5. La Asamblea General elegirá asimismo a cuantos Estados miembros
del Comité sean necesarios para cubrir los escaños vacantes.

6. Un Estado miembro del Comité no podrá ser elegido por dos
mandatos consecutivos.

7. Los Estados miembros del Comité designarán, para que los
representen en él, a personas cualificadas en los diversos ámbitos del
patrimonio cultural inmaterial.

Artículo 7º. Funciones del Comité

Sin perjuicio de las demás atribuciones que se le asignan en la presente
Convención, las funciones del Comité serán las siguientes:

a) Promover los objetivos de la Convención y fomentar y seguir su
aplicación;

b) Brindar asesoramiento sobre prácticas ejemplares y formular
recomendaciones sobre medidas encaminadas a salvaguardar el patrimonio
cultural inmaterial;

c) Preparar y someter a la aprobación de la Asamblea General un
proyecto de utilización de los recursos del Fondo, de conformidad con el
artículo 25;

d) Buscar las formas de incrementar sus recursos y adoptar las
medidas necesarias a tal efecto, de conformidad con el artículo 25;

e) Preparar y someter a la aprobación de la Asamblea General
directrices operativas para la aplicación de la Convención;

f) De conformidad con el artículo 29, examinar los informes de los
Estados Partes y elaborar un resumen de los mismos destinado a la
Asamblea General;

g) Examinar las solicitudes que presenten los Estados Partes y decidir,
con arreglo a los criterios objetivos de selección establecidos por el
propio Comité y aprobados por la Asamblea General, acerca de:

i) Las inscripciones en las listas y las propuestas que se mencionan en
los artículos 16, 17 y 18;

ii) La prestación de asistencia internacional de conformidad con el
artículo 22.

Artículo 8º. Métodos de trabajo del Comité

1. El Comité será responsable ante la Asamblea General, a la que dará
cuenta de todas sus actividades y decisiones.

2. El Comité aprobará su Reglamento por una mayoría de dos tercios
de sus miembros.
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3. El Comité podrá crear, con carácter transitorio, los órganos
consultivos ad hoc que estime necesarios para el desempeño de sus
funciones.

4. El Comité podrá invitar a sus reuniones a todo organismo público
o privado, o a toda persona física de probada competencia en los diversos
ámbitos del patrimonio cultural inmaterial, para consultarles sobre
cuestiones determinadas.

Artículo 9º. Acreditación de las organizaciones de carácter consultivo

1. El Comité propondrá a la Asamblea General la acreditación de
organizaciones no gubernamentales de probada competencia en el terreno
del patrimonio cultural inmaterial. Dichas organizaciones ejercerán
funciones consultivas ante el Comité.

2. El Comité propondrá asimismo a la Asamblea General los criterios
y modalidades por los que se regirá esa acreditación.

Artículo 10. Secretaría

1. El Comité estará secundado por la Secretaría de la UNESCO.
2. La Secretaría preparará la documentación de la Asamblea General

y del Comité, así como el proyecto de orden del día de sus respectivas
reuniones, y velará por el cumplimiento de las decisiones de ambos
órganos.

III. Salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial
en el plano nacional

Artículo 11. Funciones de los Estados Partes

Incumbe a cada Estado Parte:
a) Adoptar las medidas necesarias para garantizar la Salvaguardia del

Patrimonio Cultural Inmaterial presente en su territorio;
b) Entre las medidas de salvaguardia mencionadas en el párrafo 3 del

artículo 2, identificar y definir los distintos elementos del patrimonio
cultural inmaterial presentes en su territorio, con participación de las
comunidades, los grupos y las organizaciones no gubernamentales
pertinentes.

Artículo 12. Inventarios

1. Para asegurar la identificación con fines de salvaguardia, cada
Estado Parte confeccionará con arreglo a su propia situación uno o varios
inventarios del patrimonio cultural inmaterial presente en su territorio.
Dichos inventarios se actualizarán regularmente.

2. Al presentar su informe periódico al Comité de conformidad con el
artículo 29 cada Estado Parte proporcionará información pertinente en
relación con esos inventarios.

Artículo 13. Otras medidas de salvaguardia

Para asegurar la salvaguardia, el desarrollo y la valorización del
patrimonio cultural inmaterial presente en su territorio, cada Estado Parte
hará todo lo posible por:

a) Adoptar una política general encaminada a realzar la función del
patrimonio cultural inmaterial en la sociedad y a integrar su salvaguardia
en programas de planificación;

b) Designar o crear uno o varios organismos competentes para la
Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial presente en su territorio;

c) Fomentar estudios científicos, técnicos y artísticos, así como
metodologías de investigación, para la salvaguardia eficaz del patrimonio
cultural inmaterial, y en particular del patrimonio cultural inmaterial que
se encuentre en peligro;

d) Adoptar las medidas de orden jurídico, técnico, administrativo y
financiero adecuadas para:

i) Favorecer la creación o el fortalecimiento de instituciones de forma-
ción en gestión del patrimonio cultural inmaterial, así como la transmisión
de este patrimonio en los foros y espacios destinados a su manifestación
y expresión;

ii) Garantizar el acceso al patrimonio cultural inmaterial, respetando
al mismo tiempo los usos consuetudinarios por los que se rige el acceso
a determinados aspectos de dicho patrimonio;

iii) Crear instituciones de documentación sobre el patrimonio cultural
inmaterial y facilitar el acceso a ellas.

Artículo 14. Educación, sensibilización y fortalecimiento de
capacidades

Cada Estado Parte intentará por todos los medios oportunos:
a) Asegurar el reconocimiento, el respeto y la valorización del

patrimonio cultural inmaterial en la sociedad, en particular mediante:
i) Programas educativos, de sensibilización y de difusión de información

dirigidos al público, y en especial a los jóvenes;
ii) Programas educativos y de formación específicos en las comunidades

y grupos interesados;
iii) Actividades de fortalecimiento de capacidades en materia de

Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial, y especialmente de
gestión y de investigación científica; y

iv) Medios no formales de transmisión del saber;
b) Mantener al público informado de las amenazas que pesan sobre ese

patrimonio y de las actividades realizadas en cumplimiento de la presente
Convención;

c) Promover la educación sobre la protección de espacios naturales y
lugares importantes para la memoria colectiva, cuya existencia es
indispensable para que el patrimonio cultural inmaterial pueda expresarse.

Artículo 15. Participación de las comunidades, grupos e individuos

En el marco de sus actividades de Salvaguardia del Patrimonio
Cultural Inmaterial, cada Estado Parte tratará de lograr una participación
lo más amplia posible de las comunidades, los grupos y, si procede, los
individuos que crean, mantienen y transmiten ese patrimonio y de
asociarlos activamente a la gestión del mismo.

IV. Salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial
en el plano internacional

Artículo 16. Lista representativa del patrimonio cultural inmaterial
de la humanidad

1. Para dar a conocer mejor el patrimonio cultural inmaterial, lograr
que se tome mayor conciencia de su importancia y propiciar formas de
diálogo que respeten la diversidad cultural, el Comité, a propuesta de los
Estados Partes interesados, creará, mantendrá al día y hará pública una
Lista representativa del patrimonio cultural inmaterial de la humanidad.

2. El Comité elaborará y someterá a la aprobación de la Asamblea
General los criterios por los que se regirán la creación, actualización y
publicación de dicha Lista representativa.

Artículo 17. Lista del patrimonio cultural inmaterial que requiere
medidas urgentes de salvaguardia

1. Con objeto de adoptar las medidas oportunas de salvaguardia, el
Comité creará, mantendrá al día y hará pública una Lista del patrimonio
cultural inmaterial que requiera medidas urgentes de salvaguardia, e
inscribirá ese patrimonio en la Lista a petición del Estado Parte interesado.

2. El Comité elaborará y someterá a la aprobación de la Asamblea
General los criterios por los que se regirán la creación, actualización y
publicación de esa Lista.

3. En casos de extrema urgencia, así considerados a tenor de los
criterios objetivos que la Asamblea General haya aprobado a propuesta
del Comité, este último, en consulta con el Estado Parte interesado, podrá
inscribir un elemento del patrimonio en cuestión en la lista mencionada
en el párrafo 1.

Artículo 18. Programas, proyectos y actividades de Salvaguardia del
Patrimonio Cultural Inmaterial

1. Basándose en las propuestas presentadas por los Estados Partes, y
ateniéndose a los criterios por él definidos y aprobados por la Asamblea
General, el Comité seleccionará periódicamente y promoverá los
programas, proyectos y actividades de ámbito nacional, subregional o
regional para la salvaguardia del patrimonio que a su entender reflejen del
modo más adecuado los principios y objetivos de la presente Convención,
teniendo en cuenta las necesidades particulares de los países en desarrollo.

2. A tal efecto, recibirá, examinará y aprobará las solicitudes de
asistencia internacional formuladas por los Estados Partes para la
elaboración de las mencionadas propuestas.
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3. El Comité secundará la ejecución de los mencionados programas,
proyectos y actividades mediante la difusión de prácticas ejemplares con
arreglo a las modalidades que haya determinado.

V. Cooperación y asistencia internacionales

Artículo 19. Cooperación

1. A los efectos de la presente Convención, la cooperación internacional
comprende en particular el intercambio de información y de experiencias,
iniciativas comunes, y la creación de un mecanismo para ayudar a los
Estados Partes en sus esfuerzos encaminados a salvaguardar el patrimonio
cultural inmaterial.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en su legislación nacional ni de sus
derechos y usos consuetudinarios, los Estados Partes reconocen que la
Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial es una cuestión de
interés general para la humanidad y se comprometen, con tal objetivo, a
cooperar en el plano bilateral, subregional, regional e internacional.

Artículo 20. Objetivos de la asistencia internacional

Se podrá otorgar asistencia internacional con los objetivos siguientes:
a) Salvaguardar el patrimonio que figure en la lista de elementos del

patrimonio cultural inmaterial que requieren medidas urgentes de
salvaguardia;

b) Confeccionar inventarios en el sentido de los artículos 11 y 12;
c) Prestar apoyo a programas, proyectos y actividades de ámbito

nacional, subregional y regional destinados a salvaguardar el patrimonio
cultural inmaterial;

d) Cualquier otro objetivo que el Comité juzgue oportuno.
Artículo 21. Formas de asistencia internacional

La asistencia que el Comité otorgue a un Estado Parte se regirá por las
directrices operativas previstas en el artículo 7º y por el acuerdo
mencionado en el artículo 24, y podrá revestir las siguientes formas:

a) Estudios relativos a los diferentes aspectos de la salvaguardia;
b) Servicios de expertos y otras personas con experiencia práctica en

patrimonio cultural inmaterial;
c) Formación de todo el personal necesario;
d) Elaboración de medidas normativas o de otra índole;
e) Creación y utilización de infraestructuras;
f) Aporte de material y de conocimientos especializados;
g) Otras formas de ayuda financiera y técnica, lo que puede comprender,

si procede, la concesión de préstamos a interés reducido y las donaciones.
Artículo 22. Requisitos para la prestación de asistencia internacional

1. El Comité definirá el procedimiento para examinar las solicitudes
de asistencia internacional y determinará los elementos que deberán
constar en ellas, tales como las medidas previstas, las intervenciones
necesarias y la evaluación del costo.

2. En situaciones de urgencia, el Comité examinará con carácter
prioritario la solicitud de asistencia.

3. Para tomar una decisión el Comité efectuará los estudios y las
consultas que estime necesarios.

Artículo 23. Solicitudes de asistencia internacional

1. Cada Estado Parte podrá presentar al Comité una solicitud de
asistencia internacional para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural
Inmaterial presente en su territorio.

2. Dicha solicitud podrá también ser presentada conjuntamente por
dos o más Estados Partes.

3. En la solicitud deberán constar los elementos de información
mencionados en el párrafo 1 del artículo 22, así como la documentación
necesaria.

Artículo 24. Papel de los Estados Partes beneficiarios

1. De conformidad con las disposiciones de la presente Convención,
la asistencia internacional que se conceda se regirá por un acuerdo entre
el Estado Parte beneficiario y el Comité.

2. Por regla general, el Estado Parte beneficiario deberá contribuir, en
la medida en que lo permitan sus medios, a sufragar las medidas de
salvaguardia para las que se otorga la asistencia internacional.

3. El Estado Parte beneficiario presentará al Comité un informe sobre
la utilización de la asistencia que se le haya concedido con fines de
Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial.

VI. Fondo del patrimonio cultural inmaterial

Artículo 25. Indole y recursos del Fondo

1. Queda establecido un “Fondo para la Salvaguardia del Patrimonio
Cultural Inmaterial”, denominado en adelante “el Fondo”.

2. El Fondo estará constituido como fondo fiduciario, de conformidad
con las disposiciones del Reglamento Financiero de la UNESCO.

3. Los recursos del Fondo estarán constituidos por:
a) Las contribuciones de los Estados Partes;
b) Los recursos que la Conferencia General de la UNESCO destine a

tal fin;
c) Las aportaciones, donaciones o legados que puedan hacer:
i) Otros Estados;
ii) Organismos y programas del sistema de las Naciones Unidas, en

especial el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, u otras
organizaciones internacionales;

iii) Organismos públicos o privados o personas físicas;
d) Todo interés devengado por los recursos del Fondo;
e) El producto de las colectas y la recaudación de las manifestaciones

organizadas en provecho del Fondo;
f) Todos los demás recursos autorizados por el Reglamento del Fondo,

que el Comité elaborará.
4. La utilización de los recursos por parte del Comité se decidirá a

tenor de las orientaciones que formule al respecto la Asamblea General.
5. El Comité podrá aceptar contribuciones o asistencia de otra índole

que se le ofrezca con fines generales o específicos, ligados a proyectos
concretos, siempre y cuando esos proyectos cuenten con su aprobación.

6. Las contribuciones al Fondo no podrán estar supeditadas a
condiciones políticas, económicas ni de otro tipo que sean incompatibles
con los objetivos que persigue la presente Convención.

Artículo 26. Contribuciones de los Estados Partes al Fondo

1. Sin perjuicio de cualquier otra contribución complementaria de
carácter voluntario, los Estados Partes en la presente Convención se
obligan a ingresar en el Fondo, cada dos años por lo menos, una
contribución cuya cuantía, calculada a partir de un porcentaje uniforme
aplicable a todos los Estados, será determinada por la Asamblea General.
Para que esta pueda adoptar tal decisión se requerirá una mayoría de los
Estados Partes presentes y votantes que no hayan hecho la declaración
mencionada en el párrafo 2 del presente artículo. El importe de esa
contribución no podrá exceder en ningún caso del 1% de la contribución
del Estado Parte al Presupuesto Ordinario de la UNESCO.

2. No obstante, cualquiera de los Estados a que se refieren el artículo
32 o el artículo 33 de la presente Convención podrá declarar, en el
momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación,
aprobación o adhesión, que no se considera obligado por las disposiciones
del párrafo 1 del presente artículo.

3. Todo Estado Parte en la presente Convención que haya formulado
la declaración mencionada en el párrafo 2 del presente artículo hará lo
posible por retirarla mediante una notificación al Director General de la
UNESCO. Sin embargo, el hecho de retirar la declaración solo tendrá
efecto sobre la contribución que adeude dicho Estado a partir de la fecha
en que dé comienzo la siguiente reunión de la Asamblea General.

4. Para que el Comité pueda planificar con eficacia sus actividades, las
contribuciones de los Estados Partes en esta Convención que hayan
hecho la declaración mencionada en el párrafo 2 del presente artículo
deberán ser abonadas periódicamente, cada dos años por lo menos, y
deberían ser de un importe lo más cercano posible al de las contribuciones
que esos Estados hubieran tenido que pagar si hubiesen estado obligados
por las disposiciones del párrafo 1 del presente artículo.

5. Ningún Estado Parte en la presente Convención que esté atrasado
en el pago de su contribución obligatoria o voluntaria para el año en curso
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y el año civil inmediatamente anterior podrá ser elegido miembro del
Comité, si bien esta disposición no será aplicable en la primera elección.
El mandato de un Estado Parte que se encuentre en tal situación y que ya
sea miembro del Comité finalizará en el momento en que tengan lugar las
elecciones previstas en el artículo 6º de la presente Convención.

Artículo 27. Contribuciones voluntarias complementarias al Fondo

Los Estados Partes que con carácter voluntario deseen efectuar otras
contribuciones además de las previstas en el artículo 26 informarán de
ello lo antes posible al Comité, para que este pueda planificar sus
actividades en consecuencia.

Artículo 28. Campañas internacionales de recaudación de fondos

En la medida de lo posible, los Estados Partes prestarán su concurso
a las campañas internacionales de recaudación que se organicen en
provecho del Fondo bajo los auspicios de la UNESCO.

VII. Informes

Artículo 29. Informes de los Estados Partes

Los Estados Partes presentarán al Comité, en la forma y con la
periodicidad que este prescriba, informes sobre las disposiciones
legislativas, reglamentarias o de otra índole que hayan adoptado para
aplicar la Convención.

Artículo 30. Informes del Comité

1. Basándose en sus actividades y en los informes de los Estados Partes
mencionados en el artículo 29, el Comité presentará un informe en cada
reunión de la Asamblea General.

2. Dicho informe se pondrá en conocimiento de la Conferencia
General de la UNESCO.

VIII. Cláusula transitoria

Artículo 31. Relación con la proclamación de las obras maestras del
patrimonio oral e inmaterial de la humanidad

1. El Comité incorporará a la Lista representativa del patrimonio
cultural inmaterial de la humanidad los elementos que, con anterioridad
a la entrada en vigor de esta Convención, hubieran sido proclamados
“obras maestras del patrimonio oral e inmaterial de la humanidad”.

2. La inclusión de dichos elementos en la Lista representativa del
patrimonio cultural inmaterial de la humanidad se efectuará sin perjuicio
de los criterios por los que se regirán las subsiguientes inscripciones,
establecidos según lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 16.

3. Con posterioridad a la entrada en vigor de la presente Convención
no se efectuará ninguna otra Proclamación.

IX. Disposiciones finales

Artículo 32. Ratificación, aceptación o aprobación

1. La presente Convención estará sujeta a la ratificación, aceptación
o aprobación de los Estados Miembros de la UNESCO, de conformidad
con sus respectivos procedimientos constitucionales.

2. Los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación se
depositarán ante el Director General de la UNESCO.

Artículo 33. Adhesión

1. La presente Convención quedará abierta a la adhesión de todos los
Estados que no sean miembros de la UNESCO y que la Conferencia
General de la Organización haya invitado a adherirse a ella.

2. La presente Convención quedará abierta asimismo a la adhesión de
los territorios que gocen de plena autonomía interna reconocida como tal
por las Naciones Unidas pero que no hayan alcanzado la plena
independencia de conformidad con la Resolución 1514 (XV) de la
Asamblea General, y que tengan competencia sobre las materias regidas
por esta Convención, incluida la de suscribir tratados en relación con
ellas.

3. El instrumento de adhesión se depositará en poder del Director
General de la UNESCO.

Artículo 34. Entrada en vigor

La presente Convención entrará en vigor tres meses después de la
fecha de depósito del trigésimo instrumento de ratificación, aceptación,
aprobación o adhesión, pero solo con respecto a los Estados que hayan

depositado sus respectivos instrumentos de ratificación, aceptación,
aprobación o adhesión en esa fecha o anteriormente. Para los demás
Estados Partes, entrará en vigor tres meses después de efectuado el
depósito de su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o
adhesión.

Artículo 35. Regímenes constitucionales federales o no unitarios

A los Estados Partes que tengan un régimen constitucional federal o
no unitario les serán aplicables las disposiciones siguientes:

a) Por lo que respecta a las disposiciones de esta Convención cuya
aplicación competa al poder legislativo federal o central, las obligaciones
del gobierno federal o central serán idénticas a las de los Estados Partes
que no constituyan Estados federales;

b) Por lo que respecta a las disposiciones de la presente Convención
cuya aplicación competa a cada uno de los Estados, países, provincias o
cantones constituyentes, que en virtud del régimen constitucional de la
federación no estén facultados para tomar medidas legislativas, el gobierno
federal comunicará esas disposiciones, con su dictamen favorable, a las
autoridades competentes de los Estados, países, provincias o cantones,
para que estas las aprueben.

Artículo 36. Denuncia

1. Todos los Estados Partes tendrán la facultad de denunciar la
presente Convención.

2. La denuncia se notificará por medio de un instrumento escrito, que
se depositará en poder del Director General de la UNESCO.

3. La denuncia surtirá efecto doce meses después de la recepción del
instrumento de denuncia. No modificará en nada las obligaciones
financieras que haya de asumir el Estado denunciante hasta la fecha en
que la retirada sea efectiva.

Artículo 37. Funciones del depositario

El Director General de la UNESCO, en su calidad de depositario de la
presente Convención, informará a los Estados Miembros de la
Organización y a los Estados que no sean miembros a los cuales se refiere
el artículo 33, así como a las Naciones Unidas, del depósito de todos los
instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión
mencionados en los artículos 32 y 33 y de las denuncias previstas en el
artículo 36.

Artículo 38. Enmiendas

1. Todo Estado Parte podrá proponer enmiendas a esta Convención
mediante comunicación dirigida por escrito al Director General. Este
transmitirá la comunicación a todos los Estados Partes. Si en los seis
meses siguientes a la fecha de envío de la comunicación la mitad por lo
menos de los Estados Partes responde favorablemente a esa petición, el
Director General someterá dicha propuesta al examen y la eventual
aprobación de la siguiente reunión de la Asamblea General.

2. Las enmiendas serán aprobadas por una mayoría de dos tercios de
los Estados Partes presentes y votantes.

3. Una vez aprobadas, las enmiendas a esta Convención deberán ser
objeto de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión por los Estados
Partes.

4. Las enmiendas a la presente Convención, para los Estados Partes
que las hayan ratificado, aceptado, aprobado o que se hayan adherido a
ellas, entrarán en vigor tres meses después de que dos tercios de los
Estados Partes hayan depositado los instrumentos mencionados en el
párrafo 3 del presente artículo. A partir de ese momento la correspondiente
enmienda entrará en vigor para cada Estado Parte o territorio que la
ratifique, acepte, apruebe o se adhiera a ella tres meses después de la
fecha en que el Estado Parte haya depositado su instrumento de ratificación,
aceptación, aprobación o adhesión.

5. El procedimiento previsto en los párrafos 3 y 4 no se aplicará a las
enmiendas que modifiquen el artículo 5, relativo al número de Estados
miembros del Comité. Dichas enmiendas entrarán en vigor en el momento
mismo de su aprobación.

6. Un Estado que pase a ser Parte en esta Convención después de la
entrada en vigor de enmiendas con arreglo al párrafo 4 del presente
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artículo y que no manifieste una intención en sentido contrario será
considerado:

a) Parte en la presente Convención así enmendada; y
b) Parte en la presente Convención no enmendada con respecto a todo

Estado Parte que no esté obligado por las enmiendas en cuestión.
Artículo 39. Textos auténticos

La presente Convención está redactada en árabe, chino, español,
francés, inglés y ruso, siendo los seis textos igualmente auténticos.

Artículo 40. Registro

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 102 de la Carta de las
Naciones Unidas, la presente Convención se registrará en la Secretaría de
las Naciones Unidas a petición del Director General de la UNESCO.

The above text is the authentic text of the Convention hereby duly
adopted by the General Conference of UNESCO at its 32nd session, held
in Paris and declared closed on the seventeenth day of October 2003.

Lo anterior es el texto auténtico de la Convención aprobada en buena
y debida forma por la Conferencia General de la UNESCO en su 32ª
reunión, celebrada en París y clausurada el diecisiete de octubre de 2003.

DONE at Paris, this third day of November 2003, in two authentic
copies bearing the signature of the President of the 32nd session of the
General Conference and of the Director-General of UNESCO. These two
copies shall be deposited in the archives of UNESCO. Certified true
copies shall be delivered to all the States referred to in Articles 32 and 33,
as well as to the United Nations.

Hecho en París en este día tres de noviembre de 2003, en dos
ejemplares auténticos que llevan la firma del Presidente de la 32ª
reunión de la Conferencia General y del Director General de la
UNESCO, ejemplares que quedarán depositados en los archivos de la
UNESCO y de los cuales se remitirá copia certificada conforme a
todos los Estados a que se refieren los artículos 32 y 33, así como a las
Naciones Unidas.

IN WITNESS WHEREOF the undersigned have signed this
Convention this third day of November 2003.

EN FE DE LO CUAL estampan sus firmas, en este día tres de
noviembre de 2003.

President of the General Conference
El Presidente de la Conferencia General,

(Firma ilegible).
El Director General,

(Firma ilegible).
Certified Copy
Copie certifiée conforme Abdulqawi A. Yusuf.

Copia certificada conforme
Legal Adviser
United Nations Educational, Scientific and Cultural Organization
París, 16 del 2004

Asesor Jurídico,
de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la

Ciencia y la Cultura».
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 28 de febrero de 2005
Aprobada. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Carolina Barco Isakson.

DECRETA:
Artículo 1º. Apruébase la “Convención para la Salvaguardia del

Patrimonio Cultural Inmaterial”, aprobada por la Conferencia General de

la UNESCO en su 32ª reunión, celebrada en París y clausurada el
diecisiete (17) de octubre de dos mil tres (2003), y hecha y firmada en
París el tres (3) de noviembre de dos mil tres (2003).

Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1º de la Ley
7ª de 1944, la “Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural
Inmaterial”, aprobada por la Conferencia General de la UNESCO en su
32ª reunión, celebrada en París y clausurada el diecisiete (17) de octubre
de dos mil tres (2003), y hecha y firmada en París el tres (3) de noviembre
de dos mil tres (2003), que por el artículo 1º de esta ley se aprueba,
obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo
internacional respecto de la misma.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a...
Presentado al honorable Congreso de la República por la Ministra de

Relaciones Exteriores y la Ministra de Cultura.
Carolina Barco Isakson, Ministra de Relaciones Exteriores; María

Consuelo Araújo Castro, Ministra de Cultura.
EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional, y en cumplimiento de los artículos

150 numeral 16, y 189 numeral 2, de la Constitución Política de
Colombia, presentamos a consideración del honorable Congreso de la
República el proyecto de ley, por medio de la cual se aprueba la
“Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial”,
aprobada por la Conferencia General de la UNESCO en su 32ª reunión,
celebrada en París y clausurada el diecisiete (17) de octubre de dos mil
tres (2003), y hecha y firmada en París el tres (3) de noviembre de dos mil
tres (2003).

I. Consideraciones previas

El instrumento internacional que en esta oportunidad se somete a
consideración del honorable Congreso de la República tiene su más
cercano origen en un proceso de reflexión iniciado en el seno de la
UNESCO en 1973, momento en el que se propuso al Director General de
la UNESCO agregar a la Convención Universal sobre Derecho de Autor
un protocolo relativo a la protección del folclore. Posteriormente en 1989
se adoptó en esa Organización la recomendación para la salvaguardia de
la cultura tradicional y popular, recomendación aquella que no tenía
entonces carácter jurídico vinculante.

La Convención fue adoptada por la 32ª Conferencia General de la
UNESCO con el voto favorable de la señora Ministra de Cultura en
representación de Colombia en su condición de Estado Miembro de la
Organización de las Naciones Unidas para la Educación la Ciencia y la
Cultura, y de conformidad con el reglamento de la Conferencia.

El patrimonio cultural de la Nación está constituido por un conjunto
de bienes y valores culturales que son expresión de la nacionalidad
colombiana. Allí se articulan y tienen espacio de manifestación la
tradición, las costumbres y los hábitos, los productos y las representaciones
de la cultura popular y, en general, el conjunto de bienes inmateriales, así
como los inmuebles y muebles que revisten interés histórico, artístico,
simbólico, estético, plástico, arquitectónico, urbano, arqueológico,
ambiental, ecológico, lingüístico, sonoro, musical, audiovisual, fílmico,
científico, testimonial, documental, literario, bibliográfico, museológico
o antropológico, entre otros.

En ese contexto, el denominado “patrimonio cultural inmaterial” se
constituye por las prácticas, representaciones, expresiones, los conoci-
mientos y las técnicas que procuran a las comunidades, los grupos e
individuos un sentimiento de identidad y continuidad. Allí, hay espacio
para las tradiciones orales, las artes del espectáculo, las prácticas sociales,
rituales y festividades, los conocimientos y prácticas relacionados con la
naturaleza y el universo, las técnicas propias de la artesanía tradicional,
para un entorno que entrelaza a comunidades indígenas, campesinas y
afrocolombianas, entre otras, como también para los instrumentos,
objetos, y espacios culturales asociados a esas prácticas y grupos humanos.

Se trata, como se ve, de un conjunto de expresiones sociales que se
transmite entre generaciones y que se recrea permanentemente por las
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comunidades y los grupos en función de su medio, su interacción con la
naturaleza y su historia.

Un conjunto de amenazas físicas y socioeconómicas provenientes de
la mundialización del comportamiento, de los conflictos armados, del
éxodo rural, de las migraciones o del turismo masivo incontrolado se
cierne sobre el universo de creadores culturales y tradiciones populares,
según lo destacan documentos de la UNESCO y lo evidencia el panorama
de nuestro entorno actual. Se trata en todo caso de un patrimonio
vulnerable, y por ello el interés de la comunidad internacional en su
salvaguardia o protección.

II. Principales aspectos regulados por la convención

Sin pretender desconocer la importancia de todas y cada una de las
disposiciones contenidas en este instrumento internacional, nos
permitimos resaltar a continuación algunas de sus principales cláusulas.

• La Convención cuenta con un preámbulo amplio en el que se retorna
y considera la importancia de otros instrumentos internacionales sobre el
patrimonio cultural y los derechos humanos; destaca la importancia que
reviste el patrimonio cultural inmaterial como crisol de la diversidad
cultural y garante del desarrollo sostenible; reconoce que los procesos de
mundialización y de la transformación social por un lado crean las
condiciones propicias para un diálogo renovado entre las comunidades,
pero por otro, también traen consigo, al igual que los fenómenos de
intolerancia, graves riesgos de deterioro, desaparición y destrucción del
patrimonio cultural inmaterial; también reconoce el importante papel que
desempeñan las comunidades indígenas y otros grupos en la salvaguardia,
mantenimiento y recreación del patrimonio inmaterial, contribuyendo a
enriquecer la diversidad cultural y la creatividad humana; y finalmente,
considera que la comunidad internacional debe contribuir y cooperar,
junto con los Estados Partes de la Convención, a salvaguardar el patrimonio
cultural inmaterial.

• Dentro de las disposiciones generales se plantea como finalidades
de la Convención la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial; el
respeto del patrimonio cultural inmaterial de las comunidades, grupos e
individuos de que se trate, la sensibilización en el plano local, nacional
e internacional a la importancia del patrimonio cultural inmaterial y su
reconocimiento recíproco, así como la cooperación y asistencia
internacionales.

• La Convención incorpora un artículo de Definiciones en el que se
define el patrimonio cultural inmaterial y los distintos ámbitos en los
que se manifiesta, el alcance del término salvaguardia, el sentido de la
expresión Estados Parte, las cuales sirven para un mejor y claro
entendimiento de los objetivos de la convención y de esta en general.

• Los artículos 4º a 10 se refieren a los Organos de la Convención: Una
Asamblea General de los Estados Parte como órgano soberano de la
Convención, sus períodos y motivos para reunirse y la facultad de dictar
su propio reglamento; un Comité Intergubernamental para la Salvaguardia
del Patrimonio Cultural Inmaterial, el número inicial de representantes
que lo componen y las circunstancias por las que se puede incrementar,
y la forma de elección y período de permanencia en el mandato. También
se ocupa de las funciones del comité, de sus métodos de trabajo, de la
acreditación de las organizaciones de carácter consultivo. En cuanto a la
Secretaría, señala que el comité estará secundado por la Secretaría de la
UNESCO.

• Contiene una parte referida a la Salvaguardia del Patrimonio
Cultural Inmaterial en el plano nacional, en la que se prevé como
función de los Estados Parte la de identificar y definir los distintos
elementos del patrimonio cultural inmaterial en su territorio, la adopción
de medidas para garantizar la salvaguardia de ese patrimonio en su
territorio, la preparación de inventarios del patrimonio cultural inmaterial
y su reporte al Comité. Asimismo, indica que cada Estado Parte hará todo
lo posible por adoptar una política general encaminada a realizar el
patrimonio cultural inmaterial en la sociedad y a integrar su salvaguardia
en programas de planificación, a designar o crear organismos para la
salvaguardia, fomentar estudios científicos, técnicos y artísticos y
metodologías de investigación para la salvaguardia eficaz del patrimonio,
y a adoptar las medidas de orden jurídico, técnico, administrativo y

financiero para que, en general, se garantice la protección del patrimonio
cultural inmaterial.

Dentro de las funciones de los Estados Parte también se encuentra la
de educar, sensibilizar y fortalecer capacidades que conlleven el respeto
y la valoración del patrimonio cultural inmaterial, la prevención de sus
amenazas y los mecanismos de protección. Otra función es aquella
orientada a lograr la participación lo más amplia posible de las comu-
nidades, los grupos e individuos y de asociarlos activamente a la gestión
del mismo.

• Los artículos 16 a 18 se ocupan de la Salvaguardia del Patrimonio
Cultural Inmaterial en el plano internacional, lo cual se logrará mediante
la creación, actualización y difusión permanente, a través del Comité, de
una lista representativa del patrimonio cultural inmaterial de la humanidad,
y mediante la selección y promoción de programas, proyectos y actividades
de orden subregional y regional.

• Los artículos 19 a 24 se ocupan de la cooperación y asistencia
internacionales la cual comprende en particular el intercambio de
información y de experiencias, iniciativas comunes, y la creación de un
mecanismo para ayudar a los Estados Partes en sus esfuerzos encaminados
a salvaguardar el patrimonio cultural inmaterial. Así mismo registra los
objetivos de la cooperación, las formas de asistencia internacional, los
requisitos para la prestación de asistencia, los que deben cumplir las
solicitudes de asistencia, así como las condiciones y requisitos para ser
Estado Parte beneficiario.

• Por los artículos 25 a 28 se establece un “Fondo para la Salvaguardia
del Patrimonio Cultural Inmaterial”; se determina su naturaleza y el
origen de sus recursos y su utilización, así como las condiciones y
requisitos para aceptar contribuciones. El instrumento prevé que los
Estados Parte están obligados a ingresar en el Fondo, por lo menos cada
dos años, una contribución cuya cuantía será calculada a partir de un
porcentaje uniforme aplicable a todos los Estados y determinada por la
Asamblea General. No obstante, cualquier Estado, al ratificar la
Convención, o adherir a esta, podrá, al momento de depositar el
instrumento, declarar que no se considera obligado por esa cláusula. Se
contemplan contribuciones voluntarias complementarias al Fondo.

• Finalmente, la Convención contiene disposiciones relativas a los
informes que los Estados Parte deben rendir al Comité sobre las medidas
legislativas y de otra índole que hayan adoptado para aplicar la convención;
y otras relativas a la ratificación, aceptación o aprobación, a la entrada en
vigor, a la denuncia, a las funciones del depositario y al procedimiento
para la adopción de enmiendas y la entrada en vigor de estas; disposiciones
propias de todo instrumento internacional.

III. Consideraciones finales

Mediante este instrumento internacional Colombia reitera su voluntad
de conservar y proteger ese mosaico de manifestaciones culturales que
conviven en nuestro entorno, con el fin de erigirlas como constructores
de paz y de convivencia pacífica dentro de un marco constitucional
(artículos 63, 70, 71 y 72 de la Constitución Política) y político que
reconoce la diversidad cultural de la Nación y convoca al Estado a
promoverla en todas sus manifestaciones y por todos lo medios a su
alcance.

Se pone entonces de manifiesto el interés prioritario de aprobar y
ratificar esta Convención, lo cual conllevará al fortalecimiento del
sentido de nacionalidad, las posibilidades de promover la integración
social e invitar a la convivencia pacífica, así como la viabilidad de
construir un desarrollo auténticamente humano. El vínculo de la
colectividad universal y nacional con las comunidades ancestrales, con
las fiestas tradicionales, con las lenguas autóctonas, con la medicina
atávica y/o con la cultura popular urbana de los colombianos constituirá
una expresa manifestación de nuestra identidad nacional.

Asimismo, Colombia reafirmará su compromiso con la protección y
respeto de la diversidad cultural que coexiste en su territorio, algunas de
cuyas expresiones colectivas estarían en riesgo por la exposición a los
modelos de intercambio económico globalizado que impone visiones de
la sociedad y modos de consumo uniformizados. La Convención recoge
así la voluntad y declaración de los pueblos en el sentido de que las
culturas siempre encuentran el modo de hacer notar sus diferencias.
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Colombia, al constituirse en Estado Parte de la Convención, podrá
contar con el apoyo internacional cimentado en la formación, desarrollo
de estudios, creación de infraestructuras de apoyo, suministro de asistencia
técnica e información internacional de soporte, en iniciativas comunes,
y en una cooperación financiera efectiva que se concrete en donaciones
y créditos a través del Fondo para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural
Inmaterial establecido en virtud de la Convención.

Otras ventajas que se obtendrán al constituirnos en Estado Parte de la
Convención es la de lograr un tratamiento integral del patrimonio, por
cuanto destaca la estrecha relación e interdependencia entre el patrimonio
cultural inmaterial y material y el patrimonio natural, en precisa
consonancia con las previsiones de la Convención para la Protección del
Patrimonio Mundial, Cultural y Natural, adoptada en París el 16 de
noviembre de 1972, aprobada mediante Ley 45 de 1983 y en vigor para
nuestro país desde el 24 de agosto del mismo año. El instrumento
sometido a aprobación legislativa resalta y reconoce que naturaleza y
cultura son complementarias, y que la identidad cultural de un pueblo,
comunidad o grupo está estrechamente relacionada con el ambiente
natural en el cual se desarrolla y desenvuelve.

Se pretende, así, profundizar en la estructuración de instrumentos que
contribuyan a que las generaciones presentes y futuras conozcan y
disfruten el patrimonio cultural inmaterial. Existen manifestaciones o
expresiones culturales que, por distintos motivos, se extinguen,
transforman, revitalizan, recrean y reinventan, tornándose en algo diferente
cada vez que se interpretan. Sin duda, también por eso, el contenido de
la Convención está en precisa sintonía el Plan Nacional de Cultura,
“Hacia una Ciudadanía Democrática Cultural 2001-2010” uno de cuyos
propósitos se centra en la construcción de una ciudadanía democrática
cultural que, desde las especificidades culturales de los sujetos, tenga una
presencia efectiva en el escenario de lo público y desde allí forje las bases
para una convivencia plural.

Incorporar la Convención a nuestro ordenamiento jurídico interno
demuestra la convicción del Estado colombiano de atender y reforzar los
compromisos asumidos por Colombia contenidos en otros instrumentos
internacionales relacionados, como la Declaración Universal de Derechos
Humanos de 1948, el Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales de 1966 y el Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos de 1966, así como de la Declaración Universal sobre
la Diversidad Cultural de 2001.

En virtud de lo expuesto, el Gobierno Nacional a través de sus
Ministras de Relaciones Exteriores y de Cultura, solicita al honorable
Congreso de la República, aprobar la “Convención para la Salvaguardia
del Patrimonio Cultural Inmaterial”, aprobada por la Conferencia General
de la UNESCO en su 32ª reunión, celebrada en París y clausurada el
diecisiete (17) de octubre de dos mil tres (2003), y hecha y firmada en
París el tres (3) de noviembre de dos mil tres (2003).

De los honorables congresistas,
Carolina Barco Isakson, Ministra de Relaciones Exteriores; María

Consuelo Araújo Castro, Ministra de Cultura.
LEY 424 DE 1998

(enero 13)
por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales

suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará
anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de
Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta (30) días calendario
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un
informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y
desarrollando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por
Colombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada de
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al
Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará como
anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que el
Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Amylkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1993.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.

SENADO DE LA REPUBLICA
SECRETARIA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., abril 4 de 2005
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 244

de 2005 Senado, por medio de la cual se crea la Convención para la
Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial, aprobada por la
Conferencia General de la UNESCO en su 32ª reunión, celebrada en
París y clausurada el diecisiete (17) de octubre de dos mil tres (2003),
y hecha y firmada en París el tres (3) de noviembre de dos mil tres (2003),
me permito pasar a su despacho el expediente de la mencionada iniciativa
que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría General. La materia
de que trata el mencionado proyecto de ley, es competencia de la
Comisión Segunda Constitucional Permanente, de conformidad con las
disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Otero Dajud.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., abril 4 de 2005
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por

repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el
fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Luis Humberto Gómez Gallo.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Otero Dajud.

* * *
PROYECTO DE LEY NUMERO 245 DE 2005 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Convenio sobre Blanqueo,
Detección, Embargo y Confiscación de los Productos de un Delito”,

hecho en Estrasburgo el 8 de noviembre de 1990.
El Congreso de la República

Visto el texto del “Convenio sobre Blanqueo, Detección, Embargo y
Confiscación de los Productos de un Delito”, hecho en Estrasburgo el 8
de noviembre de 1990.

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del
Instrumento Internacional mencionado).
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Serie de Tratados Europeos número 141
«CONVENIO SOBRE BLANQUEO, DETECCION, EMBARGO

Y CONFISCACION DE LOS PRODUCTOS DE UN DELITO
Estrasburgo, Consejo de Europa, Servicio de Ediciones y

Documentación Edición diciembre de 1990
Preámbulo

Los Estados Miembros del Consejo de Europa y el resto de los Estados
firmantes del presente,

Considerando que el objetivo del Consejo de Europa es conseguir una
mayor unidad entre sus miembros;

Convencidos de la necesidad de perseguir una política criminal
común, encaminada a la protección de la sociedad;

Considerando que la lucha contra los delitos graves, que se ha
convertido progresivamente en un problema internacional, exige el uso
de métodos modernos y efectivos a escala internacional;

Creyendo que uno de dichos métodos es el privar a los delincuentes de
los productos del delito;

Considerando que para alcanzar este objetivo es también necesario
establecer un sistema de cooperación internacional que tenga un buen
funcionamiento,

Han acordado lo siguiente:
CAPITULO I

Uso de los términos

Artículo 1º
Uso de los términos

A los fines de este Convenio:
a) “Productos” significa cualquier ventaja económica que se obtenga

de la comisión de un delito. Puede consistir en cualquier propiedad de las
definidas en el subapartado b de este artículo;

b) “Propiedad” incluye la propiedad de cualquier clase, ya sea material
o inmaterial, mueble o inmueble, así como los documentos o instrumentos
que pongan de manifiesto el título o cualquier interés sobre dicha
propiedad;

c) “Instrumentos” significa cualquier propiedad utilizada o que se
pretenda utilizar, de cualquier forma, en su totalidad o en parte, para
cometer un delito o delitos;

d) “Confiscación” significa una pena o medida, ordenada por un
tribunal tras un procedimiento judicial relacionado con un delito o
delitos, que finaliza con la privación de la propiedad;

e) “Delito base” significa cualquier delito como resultado del cual se
han generado productos que puedan ser el objeto de un delito de los
definidos en el artículo 6 de este Convenio.

CAPITULO II
Medidas a adoptar en el ámbito nacional

Artículo 2º
Medidas de confiscación

1. Cada una de las Partes adoptará aquellas medidas legislativas o de
otra clase que puedan ser necesarias para permitir la confiscación de los
instrumentos y productos de un delito, o de las propiedades cuyo valor
corresponda a dichos productos.

2. Cualquier Parte puede, en el momento de la firma o cuando deposite
su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión,
mediante declaración dirigida al Secretario General del Consejo de
Europa, declarar que el apartado I de este artículo se aplicará únicamente
a aquellos delitos o clases de delitos que se especifiquen en dicha
declaración.

Artículo 3º
Medidas de investigación y provisionales

Cada una de las Partes adoptará aquellas medidas legislativas o de otra
clase que puedan ser necesarias para permitir identificar y localizar
propiedades que sean susceptibles de confiscación en virtud de lo
dispuesto en el artículo 2º, apartado 1, e impedir que se comercien,
transmitan o enajenen dichas propiedades.

Artículo 4º
Poderes y técnicas especiales de investigación

1. Cada una de las Partes adoptará aquellas medidas legislativas o de
otra clase que puedan ser necesarias en orden a facultar a sus tribunales
u otras autoridades competentes para ordenar que los archivos de un
banco, financieros o comerciales sean puestos a su disposición o sean
embargados, con el fin de llevar a cabo las acciones a que se refieren los
artículos 2º y 3º. Ninguna Parte podrá abstenerse de actuar en virtud de
las disposiciones de este artículo basándose en el secreto bancario.

2. Cada una de las Partes tomará en consideración la adopción de
aquellas medidas legislativas o de otra clase que puedan ser necesarias
para utilizar técnicas especiales de investigación que faciliten la
identificación y seguimiento de los productos de un delito y la reunión de
pruebas relacionadas con el mismo. Dichas técnicas podrán incluir
control de órdenes, observación, intercepción de telecomunicaciones,
acceso a sistemas de ordenador y órdenes de presentar documentos
específicos.

Artículo 5º
Recursos legales

Cada una de las Partes adoptará aquellas medidas legislativas o de otra
clase que puedan ser necesarias para asegurar que las partes interesadas
afectadas por las medidas a que se refieren los artículos 2º y 3º tengan
recursos legales efectivos en orden a la protección de sus derechos.

Artículo 6º
Delitos de blanqueo

1. Cada una de las Partes adoptará aquellas medidas legislativas o de
otra clase que puedan ser necesarias para considerar como delitos en
virtud de su derecho interno, cuando sean cometidos de forma intencionada:

a) La conversión o trasmisión de propiedades, con conocimiento de
que dichas propiedades son producto de un delito, con el propósito de
ocultar o disfrazar el origen ilícito de las mismas o de ayudar a cualquier
persona que esté implicada en la comisión del delito base a evadir las
consecuencias legales de sus acciones;

b) La ocultación o disfraz de la verdadera naturaleza, origen,
localización, disposición, movimiento, propiedad o derechos en relación
con propiedades, con conocimiento de que dichas propiedades son
producto de un delito; y, sujeta a sus principios constitucionales y a los
conceptos básicos de su sistema jurídico;

c) La adquisición, posesión o uso de propiedades, con conocimiento
de que, en el momento de su recepción, dichas propiedades eran producto
de un delito;

d) La participación en asociación o conspiración para cometer, tentativa
de cometer y ayudar, inducir, facilitar y aconsejar cometer cualquiera de
los delitos que se establezcan de acuerdo con este artículo.

2. A los fines de la puesta en práctica o aplicación del apartado 1 del
presente artículo:

a) Será irrelevante que el delito base esté sometido o no a la jurisdicción
criminal de la Parte;

b) Podrá disponerse que los delitos a que se refiere aquel apartado no
sean de aplicación a las personas que cometieron el delito base;

c) El conocimiento, la intención o la finalidad exigida como elemento
de los delitos a que se refiere aquel apartado pueden deducirse de
circunstancias objetivas, basadas en hechos.

3. Cada una de las Partes podrá adoptar aquellas medidas que considere
necesarias para establecer también como delitos en virtud de su derecho
interno todas o algunas de las acciones a que se refiere el apartado 1 de
este artículo, en todos o algunos de los siguientes casos, cuando el
delincuente:

a) Debería haber presumido que la propiedad era producto de un
delito;

b) Actuó con el móvil de obtener un beneficio;
c) Actuó con la finalidad de facilitar que se llevasen a cabo más

actuaciones delictivas.
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4. Cada una de las Partes podrá, en el momento de la firma o cuando
deposite su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión,
mediante declaración dirigida al Secretario General del Consejo de
Europa, declarar que el apartado 1 de este artículo se aplicará solamente
a los delitos base o categorías de dichos delitos que se especifiquen en
aquella declaración.

CAPITULO III
Cooperación internacional

Sección 1
Principios de cooperación internacional

Artículo 7º
Principios y medidas generales para la cooperación internacional

1. Las Partes cooperarán entre sí en la mayor medida posible a los fines
de las investigaciones y procedimientos judiciales que tengan por objeto
la confiscación de instrumentos y productos de un delito.

2. Cada una de las Partes adoptará aquellas medidas legislativas o de
otra clase que puedan ser necesarias para permitirle cumplir, en las
condiciones estipuladas en este capítulo, con las solicitudes:

a) De confiscación de bienes específicos que sean productos o
instrumentos de un delito, así como de confiscación de productos de un
delito que consistan en la obligación de pagar una suma de dinero que
corresponda al valor de dichos productos;

b) De ayudar en la investigación y medidas provisionales que tengan
por finalidad cualquiera de las formas de confiscación a que se refiere el
apartado anterior.

Sección 2
Ayuda en la investigación

Artículo 8º
Obligación de ayudar

Las Partes se prestarán entre sí, cuando se les solicite, la mayor ayuda
posible en la identificación y seguimiento de los instrumentos, productos
de un delito y otras propiedades que sean susceptibles de confiscación.
Dicha asistencia incluirá cualquier medida que proporcione y asegure
medios de prueba relativos a la existencia, localización o movimiento,
naturaleza, situación jurídica o valor de las propiedades anteriormente
mencionadas.

Artículo 9º
Ejecución de la ayuda

La ayuda prevista en el artículo 8º se prestará de la forma permitida y
prevista por el derecho interno de la Parte requerida y de acuerdo con los
procedimientos especificados en la solicitud, en la medida en que estos
no sean incompatibles con dicho derecho interno.

Artículo 10
Información espontánea

Sin perjuicio de sus propias investigaciones o procedimientos judiciales,
cualquier Parte puede, sin que haya mediado solicitud previa, enviar a
otra Parte información acerca de instrumentos o productos de un delito,
cuando considere que la revelación de dicha información puede facilitar
a la Parte receptora el iniciar o el llevar a buen fin investigaciones o
procedimientos judiciales, o que puede llevar a dicha Parte a realizar una
solicitud en virtud de este capítulo.

Sección 3
Medidas provisionales

Artículo 11
Obligación de adoptar medidas provisionales

1. A solicitud de una Parte que haya iniciado un procedimiento penal
o un procedimiento que tenga por objeto una confiscación, otra Parte
adoptará las medidas provisionales necesarias, como el bloqueo o el
embargo, para evitar que se negocie, se transmita o se enajene cualquier
propiedad que, en un momento posterior, pueda ser objeto de solicitud de
confiscación o que pueda servir de fundamento jurídico a tal solicitud.

2. Cualquier Parte que haya recibido una solicitud de confiscación
conforme al artículo 13 adoptará, cuando se le solicite, las medidas
mencionadas en el apartado 1 del presente artículo en relación con
cualquier propiedad que sea objeto de la solicitud o que pueda servir de
fundamento jurídico a tal solicitud.

Artículo 12
Ejecución de medidas provisionales

1. Las medidas provisionales mencionadas en el artículo 11 serán
ejecutadas de la forma permitida y prevista por el derecho interno de la
Parte requerida y de acuerdo con los procedimientos especificados en la
solicitud, en la medida en que no sean incompatibles con dicho derecho
interno.

2. Antes de dejar sin efecto cualquier medida provisional adoptada en
virtud del presente artículo, y siempre que sea posible, la Parte que haya
sido objeto de la solicitud dará la oportunidad a la Parte solicitante de
presentar sus alegaciones a favor del mantenimiento de la medida.

Sección 4
Confiscación

Artículo 13
Obligación de confiscar

1. Cualquier Parte que haya recibido de otra Parte una solicitud de
confiscación relativa a instrumentos o productos de un delito situados en
su territorio deberá:

a) Mandar ejecutar una resolución de confiscación emitida por un
tribunal de la Parte solicitante en relación con dichos instrumentos o
productos de un delito, o

b) Remitir la solicitud a sus autoridades competentes a fin de obtener
una resolución de confiscación y, una vez obtenida, ejecutarla.

2. A los fines de la aplicación del apartado 1 del presente artículo,
cualquier Parte será, siempre que sea necesario, competente para iniciar
un procedimiento de confiscación de acuerdo con su derecho interno.

3. Lo previsto en el apartado 1 del presente artículo será también de
aplicación a la confiscación consistente en la obligación de pagar una
suma de dinero correspondiente al valor de los productos de un delito,
cuando la propiedad sobre la que puede ejecutarse la confiscación esté
situada en territorio de la Parte requerida. En estos casos, si cuando
ejecute la confiscación de acuerdo con lo previsto en el apartado 1 la Parte
requerida no obtiene el pago, podrá ejecutar la pretensión sobre cualquier
propiedad disponible a ese fin.

4. Cuando la solicitud de confiscación se refiera a un bien específico,
las Partes podrán acordar que la Parte requerida pueda ejecutar la
confiscación en forma de una obligación de pagar una suma de dinero que
corresponda al valor de aquel bien.

Artículo 14
Ejecución de la confiscación

1. Los procedimientos para obtener y ejecutar la confiscación en
virtud del artículo 13 se regirán por el derecho interno de la Parte
requerida.

2. La Parte requerida estará obligada por la constatación de los hechos
en la medida en que estos vengan reflejados en una condena o resolución
judicial de la Parte solicitante, o en la medida en que dicha condena o
resolución judicial esté basada implícitamente en ellos.

3. Cada una de las Partes podrá, en el momento de la firma o de
depositar su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o
adhesión, mediante declaración dirigida al Secretario General del Consejo
de Europa, declarar que el apartado 2 del presente artículo será de
aplicación únicamente con sujeción a sus principios constitucionales y a
los conceptos básicos de su sistema jurídico.

4. Cuando la confiscación consista en la obligación de pagar una suma
de dinero, la autoridad competente de la Parte requerida convertirá la
cuantía de la misma a su moneda de curso legal, al tipo de cambio vigente
al momento en que se adopte la resolución de ejecutar la confiscación.

5. En el caso previsto en el artículo 13, apartado 1a, la Parte solicitante
será la competente para decidir acerca de cualquier solicitud de revisión
de la resolución de confiscación.
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Artículo 15
Propiedad confiscada

La Parte que haya sido objeto de la solicitud dispondrá de cualquier
propiedad confiscada de acuerdo con su derecho interno, salvo pacto en
contrario de las Partes interesadas.

Artículo 16
Derecho de ejecución y cuantía máxima de la confiscación

1. La solicitud de confiscación efectuada conforme al artículo 13 no
afecta al derecho de la Parte solicitante de ejecutar por sí misma la
resolución de confiscación.

2. Nada de lo dispuesto en el presente Convenio deberá interpretarse
en el sentido de permitir que el valor total de la confiscación exceda de
la cuantía de dinero especificada en la resolución de confiscación. Si una
de las Partes descubre que se puede dar esta situación, las Partes
interesadas deberán iniciar consultas tendientes a evitar que dicho efecto
se produzca.

Artículo 17
Prisión por falta de pago

La Parte que haya sido objeto de la solicitud no podrá imponer prisión
por falta de pago, ni ninguna otra medida restrictiva de la libertad de una
persona como resultado de una solicitud efectuada en virtud del artículo
13, si la Parte solicitante lo ha especificado así en su solicitud.

Sección 5
Denegación y aplazamiento de la cooperación

Artículo 18
Motivos de denegación

1. La cooperación prevista en el presente capítulo podrá ser denegada
cuando:

a) La medida solicitada sea contraria a los principios fundamentales
del sistema jurídico de la Parte requerida; o

b) La ejecución de la solicitud pueda perjudicar a la soberanía, seguridad,
orden público u otros intereses esenciales de la Parte requerida; o

c) A juicio de la Parte requerida, la importancia del asunto al que se
refiere la solicitud no justifique la adopción de la medida solicitada; o

d) El delito al que se refiere la solicitud sea un delito político o fiscal; o
e) La Parte requerida considere que el cumplimiento de la medida

solicitada sería contrario al principio de ne bis in idem; o
f) El delito al que se refiere la solicitud no constituya un delito en virtud

del derecho interno de la Parte requerida, si este se hubiese cometido
dentro de su jurisdicción. No obstante, este motivo de denegación se
aplica a la cooperación prevista en la Sección 2 únicamente en la medida
en que la asistencia solicitada implique la adopción de medidas coercitivas.

2. La cooperación prevista en la Sección 2, en la medida en que la
asistencia solicitada implique la adopción de medidas coercitivas, así
como la prevista en la Sección 3 del presente capítulo, pueden ser también
denegadas cuando las medidas solicitadas no se puedan adoptar en virtud
del derecho interno de la Parte requerida a los fines de investigaciones o
de procedimientos judiciales, si se tratase de un asunto interno similar.

3. Cuando el ordenamiento jurídico de la Parte requerida así lo exija,
la cooperación prevista en la Sección 2, en la medida en que la asistencia
implique la adopción de medidas coercitivas, así como la prevista en la
Sección 3 del presente capítulo, pueden ser también denegadas cuando
las medidas solicitadas o cualesquiera otras medidas que tengan efectos
similares no estuvieran permitidas por el ordenamiento jurídico de la
Parte solicitante, o, por lo que se refiere a las autoridades competentes de
la Parte solicitante, cuando la solicitud no venga autorizada por un juez
u otra autoridad judicial, incluido el Ministerio Fiscal, actuando cualquiera
de estas autoridades en relación con infracciones penales.

4. La cooperación prevista en la Sección 4 del presente capítulo podrá
ser también denegada cuando:

a) De acuerdo con el ordenamiento jurídico de la Parte requerida, no
esté prevista la confiscación en relación con el tipo de delito al que se
refiere la solicitud; o

b) Sin perjuicio de la obligación a que se refiere el artículo 13, apartado
3, fuese contraria a los principios del ordenamiento jurídico interno de la
Parte requerida relativos a los límites de la confiscación con respecto a
las relaciones entre un delito y:

i) Una ventaja económica que pueda ser considerada como su producto; o
ii) Cualquier propiedad que pueda ser considerada como su instrumento; o
c) De acuerdo con el ordenamiento jurídico de la Parte requerida la

confiscación ya no pueda ser impuesta o ejecutada por causa de
prescripción; o

d) La solicitud no se refiera a una condena previa, ni a una resolución
de naturaleza jurídica, ni a una declaración en dicha resolución de que se
han cometido uno o varios delitos, sobre cuya base se ha ordenado o se
solicita la confiscación; o

e) La confiscación no sea ejecutoria en la Parte solicitante, o esté
todavía sujeta a las vías de recurso ordinarias; o

f) La solicitud se refiera a un mandamiento de confiscación resultante
de una resolución adoptada en ausencia de la persona contra la cual se
dirige el mandamiento y, a juicio de la Parte requerida, el procedimiento
seguido por la Parte solicitante para alcanzar dicha resolución no satisface
los derechos mínimos de defensa legalmente reconocidos a cualquier
persona contra la que se dirige una acusación penal.

Artículo 19
Aplazamiento

La Parte requerida puede aplazar la ejecución de una solicitud, cuando
dicha ejecución pudiese perjudicar las investigaciones o procedimientos
que lleven a cabo sus autoridades.

Artículo 20
Aceptación parcial o condicional de una solicitud

Antes de denegar o aplazar la cooperación prevista en el presente
capítulo, la Parte requerida examinará, cuando sea procedente tras haber
consultado a la Parte solicitante, la posibilidad de conceder lo solicitado
parcialmente o sujeto a aquellas condiciones que estime necesarias.

Sección 6
Notificación y protección de los derechos de terceras personas

Artículo 21
Notificación de documentos

1. Las Partes se proporcionarán mutuamente la mayor ayuda posible
para la notificación de documentos judiciales a las personas afectadas por
las medidas provisionales y de confiscación.

2. Nada de lo dispuesto en el presente artículo pretende interferir con:
a) La posibilidad de enviar documentos judiciales por vía postal,

directamente a personas que se encuentren en el extranjero;
b) La posibilidad de que los agentes judiciales, funcionarios u otras

autoridades competentes de la Parte de origen efectúen la notificación de
documentos judiciales directamente a través de las autoridades consulares
de dicha Parte, o a través de agentes judiciales, funcionarios u otras
autoridades competentes de la Parte de destino, salvo cuando la Parte de
destinó haga una declaración en sentido contrario al Secretario General
del Consejo de Europa en el momento de la firma o de depositar su
instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.

3. Cuando se notifiquen documentos judiciales a personas que se
encuentren en el extranjero afectadas por medidas provisionales o de
confiscación dictadas por la Parte enviante, dicha Parte indicará los
recursos legales de que disponen dichas personas en virtud de su derecho
interno.

Artículo 22
Reconocimiento de resoluciones extranjeras

1. Cuando tramite una solicitud de cooperación en virtud de las
Secciones 3 y 4, la Parte requerida reconocerá cualquier resolución
judicial adoptada en la Parte solicitante en relación con derechos
reivindicados por terceros.
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2. Podrá denegarse el reconocimiento cuando:
a) Los terceros no hayan tenido suficiente oportunidad de hacer valer

sus derechos; o
b) La resolución sea incompatible con una resolución anteriormente

adoptada en la Parte requerida sobre la misma materia; o
c) Sea incompatible con el orden público de la Parte requerida; o
d) La resolución haya sido adoptada en contra de las disposiciones

sobre competencia exclusiva previstas en el ordenamiento jurídico de la
Parte requerida.

Sección 7
Normas de procedimiento y otras normas generales

Artículo 23
Autoridad central

1. Las Partes designarán una autoridad central o, en caso necesario,
diversas autoridades, que serán las responsables de enviar y contestar las
solicitudes efectuadas en virtud de este capítulo, de la ejecución de dichas
solicitudes o de la transmisión de las mismas a las autoridades competentes
para su ejecución.

2. Cada una de las Partes, en el momento de la firma o de depositar su
instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión,
comunicará al Secretario General del Consejo de Europa los nombres y
direcciones de las autoridades designadas en cumplimiento del apartado
1 del presente artículo.

Artículo 24
Comunicación directa

1. Las autoridades centrales se comunicarán directamente entre ellas.
2. En caso de urgencia, las solicitudes o comunicaciones previstas en

el presente capítulo podrán ser enviadas directamente por las autoridades
judiciales, incluido el Ministerio Fiscal, de la Parte solicitante a tales
autoridades de la Parte requerida. En tales casos, se enviará al mismo
tiempo una copia a la autoridad central de la Parte requerida a través de
la autoridad central de la Parte solicitante.

3. Cualquier solicitud o comunicación formulada en virtud de los
apartados 1 y 2 del presente artículo podrá ser presentada a través de la
Organización Internacional de Policía Criminal (Interpol).

4. Cuando se realice una solicitud de acuerdo con lo dispuesto en el
apartado 2 del presente artículo y la autoridad no sea competente para
tramitar dicha solicitud, la transmitirá a la autoridad nacional competente
e informará de ello directamente a la Parte solicitante.

5. Las solicitudes o comunicaciones efectuadas en virtud de lo
dispuesto en la Sección 2 del presente capítulo que no impliquen la
adopción de medidas coercitivas podrán ser transmitidas directamente
por las autoridades competentes de la Parte solicitante a las autoridades
competentes de la Parte requerida.

Artículo 25
Forma e idioma de las solicitudes

1. Todas las solicitudes previstas en el presente capítulo se efectuarán
por escrito. Podrán utilizarse los medios modernos de telecomunicación,
como por ejemplo el fax.

2. A reserva de lo dispuesto en el apartado 3 del presente artículo, no
se exigirán las traducciones de las solicitudes ni los documentos que les
sirvan de apoyo.

3. En el momento de la firma o de depositar su instrumento de
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, cualquier Parte podrá
comunicar, mediante declaración dirigida al Secretario General del
Consejo de Europa, que se reserva el derecho a exigir que las solicitudes
que se le formulen y los documentos que sirvan de apoyo a las mismas
vayan acompañados de una traducción a su propio idioma o a uno de los
idiomas oficiales del Consejo de Europa, o a uno de los idiomas que ella
indique. Con esta misma ocasión podrá declarar que está dispuesta a
aceptar las traducciones a cualquier otro idioma que especifique. Las
restantes partes podrán aplicar el principio de reciprocidad.

Artículo 26
Legalización

Los documentos enviados en aplicación del presente capítulo estarán
exentos de todas las formalidades de legalización.

Artículo 27
Contenido de la solicitud

1. Cualquier solicitud de cooperación en virtud del presente capítulo
deberá especificar:

a) La autoridad que formule la solicitud y la autoridad encargada de
las investigaciones o procedimientos judiciales;

b) El objeto y el motivo de la solicitud;
c) Los temas, incluidos los hechos pertinentes (como la fecha, lugar y

circunstancias del delito), a que se refieren las investigaciones o
procedimientos judiciales, excepto en el caso de una solicitud de
notificación;

d) En la medida en que la cooperación suponga la adopción de medidas
coercitivas:

i) El texto de las disposiciones legales o, cuando no sea posible, un
informe sobre las normas jurídicas aplicables; y

ii) Una indicación de que la medida solicitada o cualquier otra medida
que tenga un efecto similar puede ser adoptada en el territorio de la Parte
solicitante en virtud de su propio derecho interno;

e) Cuando sea necesario y en la medida de lo posible:
i) Detalles acerca de la persona o personas implicadas, incluyendo

nombre, fecha y lugar de nacimiento, nacionalidad y situación y, cuando
se trate de una persona jurídica, su domicilio social; y

ii) La propiedad en relación con la cual se solicita la cooperación, su
situación, su relación con la persona o personas implicadas, cualquier
conexión con el delito, así como cualquier información de que disponga
en relación con los intereses de otras personas sobre dicha propiedad; y

f) Cualquier procedimiento especial que la Parte solicitante desee que
se siga.

2. La solicitud de medidas provisionales en virtud de la Sección 3
relacionada con el embargo de propiedades que podrían ser objeto de una
orden de confiscación consistente en el pago de una suma de dinero
deberán indicar también la cuantía máxima que se pretende recuperar
sobre dicho bien.

3. Además de las indicaciones mencionadas en el apartado 1, cualquier
solicitud efectuada en virtud de la Sección 4 deberá contener:

a) En el caso del artículo 13, apartado 1.a:
i) Una copia auténtica certificada de la resolución de confiscación

dictada por el tribunal de la Parte solicitante, así como un informe de los
fundamentos que sirvieron de base para adoptar dicha resolución, cuando
no estén indicados en la propia resolución;

ii) Una certificación de la autoridad competente de la Parte solicitante
de que la resolución de confiscación es ejecutoria y no está sujeta a las
vías de recurso ordinarias;

iii) Información acerca de la medida en que se solicita que se ejecute
la resolución; y

iv) Información acerca de la necesidad de adoptar medidas provi-
sionales;

b) En el caso del artículo 13, apartado 1.b, un informe de los hechos
invocados por la Parte solicitante que sean suficientes para permitir a la
Parte requerida obtener la resolución en virtud de su derecho interno;

c) Cuando terceras personas hayan tenido oportunidad de reivindicar
derechos, aquellos documentos que demuestren que así ha sido.

Artículo 28
Solicitudes defectuosas

1. Cuando una solicitud no cumpla lo dispuesto en el presente capítulo
o la información facilitada no sea suficiente para permitir a la Parte
requerida tramitar la solicitud, dicha Parte podrá pedir a la Parte solicitante
que subsane la solicitud o la complete con información complementaria.
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2. La Parte requerida podrá fijar una fecha límite para la recepción de
dichas modificaciones o información.

3. En espera de recibir las modificaciones o información solicitadas en
relación con las solicitudes previstas en la Sección 4 del presente
capítulo, la Parte solicitada podrá adoptar cualquiera de las medidas a que
se refieren las Secciones 2 ó 3 del presente capítulo.

Artículo 29
Pluralidad de solicitudes

1. Cuando la Parte requerida recibe más de una solicitud en virtud de
las Secciones 3 ó 4 del presente capítulo relacionadas con la misma
persona o propiedad, la pluralidad de solicitudes no impedirá a dicha
Parte tramitar aquellas solicitudes que supongan la adopción de medidas
provisionales.

2. En el caso de pluralidad de solicitudes en virtud de la Sección 4 del
presente capítulo, la Parte requerida estudiará la posibilidad de consultar
a las Partes solicitantes.

Artículo 30
Obligación de motivar

La Parte requerida deberá motivar cualquier decisión de denegar,
aplazar o condicionar cualquier cooperación solicitada en virtud del
presente capítulo.

Artículo 31
Información

1. La Parte requerida informará a la mayor brevedad a la Parte
solicitante de:

a) Las actuaciones iniciadas como consecuencia de una solicitud
formulada en virtud del presente capítulo;

b) El resultado final de las actuaciones realizadas como consecuencia
de la solicitud;

c) La decisión de denegar, aplazar o condicionar, en todo o en parte,
cualquier cooperación prevista en el presente capítulo;

d) Cualesquiera circunstancias que hagan imposible llevar a cabo la
actuación solicitada, o que puedan retrasarla de forma considerable; y

e) En el caso de medidas provisionales adoptadas en virtud de una
solicitud de las previstas en las Secciones 2 ó 3 del presente capítulo, de
aquellas disposiciones de su derecho interno que conducirían
automáticamente al levantamiento de la medida provisional.

2. La Parte solicitante informará a la mayor brevedad a la Parte
requerida de:

a) Cualquier revisión, resolución u otra circunstancia por razón de la
cual la orden de confiscación deja de tener carácter ejecutorio, total o
parcialmente; y

b) Cualquier acontecimiento, de hecho o legal, por razón del cual deje
de estar justificada cualquier actuación iniciada en virtud del presente
capítulo.

3. Cuando una Parte, basándose en la misma orden de confiscación,
solicita la confiscación en más de otra Parte, deberá informar de ello a
todas las Partes afectadas por la ejecución de la orden a que se refiere la
solicitud.

Artículo 32
Utilización restringida

1. La Parte requerida puede subordinar el cumplimiento de la ejecución
de una solicitud a la condición de que la información o pruebas obtenidas
no puedan ser utilizadas ni transmitidas, sin su consentimiento previo,
por las autoridades de la Parte solicitante para investigaciones o
procedimientos judiciales diferentes de aquellos especificados en la
solicitud.

2. Cualquiera de las Parte podrá, en el momento de la firma o de
depositar su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión,
mediante declaración dirigida al Secretario General del Consejo de Europa,
declarar que, sin su. consentimiento previo, la información o pruebas a que
se refiere el presente capítulo no podrán ser utilizadas ni transmitidas por
las autoridades de la Parte solicitante para investigaciones o procedimientos
judiciales diferentes de aquellos especificados en la solicitud.

Artículo 33
Confidencialidad

1. La Parte solicitante podrá exigir a la Parte requerida que guarde
confidencialidad sobre los hechos y contenido de la solicitud, salvo en la
medida necesaria para ejecutar la solicitud. Cuando la Parte requerida no
pueda cumplir la exigencia de confidencialidad, deberá informar de ello
a la mayor brevedad a la Parte solicitante.

2. La Parte solicitante, si así se le solicita y cuando no sea contrario a
los principios básicos de su ordenamiento jurídico interno, deberá
mantener la confidencialidad de cualquier prueba e información que le
facilite la Parte requerida, salvo en la medida en que la revelación de las
mismas sea necesaria para las investigaciones o procedimientos judiciales
descritos en la solicitud.

3. Sujeta a las disposiciones de su derecho interno, cualquier Parte que
haya recibido información espontánea en virtud del artículo 10 deberá
cumplir cualquier exigencia de confidencialidad que pueda imponerle la
Parte que suministra la información. Si la otra Parte no puede cumplir esa
exigencia, deberá informar de ello a la mayor brevedad a la Parte
transmitente.

Artículo 34
Costes

Los costes ordinarios derivados del cumplimiento de una solicitud
deberán ser satisfechos por la Parte requerida. Cuando sean necesarios
costes de naturaleza sustancial o extraordinaria para llevar a cabo una
solicitud, las Partes se consultarán, en orden a acordar las condiciones en
que se va a cumplir la solicitud, así como la forma en que van a asumirse
los costes.

Artículo 35
Daños y perjuicios

1. Cuando una persona haya interpuesto una acción por daños y
perjuicios resultantes de un acto u omisión relacionado con la cooperación
prevista en el presente capítulo, las Partes interesadas tornarán en
consideración consultarse mutuamente, cuando corresponda, en orden a
determinar la eventual indemnización por daños y perjuicios que pueda
corresponder.

2. Cualquier Parte que haya sido objeto de un procedimiento en
reclamación de daños y perjuicios deberá hacer lo posible para informar
a la otra Parte de dicha reclamación, cuando esta Parte pueda tener un
interés en el asunto.

CAPITULO IV
Disposiciones finales

Artículo 36
Firma y entrada en vigor

1. El presente Convenio estará abierto a la firma de los Estados
miembros del Consejo de  Europa, así como de aquellos Estados no
miembros que hayan participado en su elaboración. Dichos Estados
pueden expresar su consentimiento de quedar obligados mediante:

a) Firma sin reservas en cuanto a la ratificación, aceptación o
aprobación; o

b) Firma sujeta a ratificación, aceptación o aprobación, seguida de
ratificación, aceptación o aprobación.

2. Los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación serán
depositados ante el Secretario General del Consejo de Europa.

3. El presente Convenio entrará en vigor el primer día del mes
siguiente a la expiración de un período de tres meses posterior a la fecha
en que tres Estados, de los cuales al menos dos sean Estados miembros
del Consejo de Europa, hayan expresado su consentimiento de obligarse
por el Convenio, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 1.

4. Con relación a cualquier Estado firmante que posteriormente
exprese su consentimiento de quedar obligado por el Convenio, este
entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la expiración de un
período de tres meses posterior a la fecha de expresión de su con-
sentimiento de obligarse por el Convenio, de acuerdo con lo dispuesto
en el apartado 1.
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Artículo 37
Adhesión

1. Después de la entrada en vigor del presente Convenio, el Comité de
Ministros del Consejo de Europa, previa consulta con los Estados
Contratantes del Convenio, podrá invitar a cualquier Estado no miembro
del Consejo y que no haya participado en su elaboración a que se adhiera
al presente Convenio, mediante resolución adoptada por la mayoría
prevista en el artículo 20.d del Estatuto del Consejo de Europa y mediante
el voto unánime de los representantes de los Estados Contratantes que
tienen derecho a escaño en el Comité.

2. En relación con cualquier Estado que se adhiera, el Convenio
entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la expiración de un
período de tres meses posterior a la fecha de depósito del instrumento de
adhesión ante el Secretario General del Consejo de Europa.

Artículo 38
Aplicación territorial

1. Cualquier Estado puede, en el momento de la firma o de depositar
su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión,
especificar el territorio o territorios a los que será de aplicación el
presente Convenio.

2. Cualquier Estado puede, en cualquier momento posterior,, mediante
declaración dirigida al Secretario General del Consejo de Europa, ampliar
la aplicación del presente Convenio a cualquier otro territorio especificado
en la declaración. Con respecto a dicho territorio, el Convenio entrará en
vigor el primer día del mes siguiente a la expiración de un período de tres
meses posterior la fecha de recepción de aquella declaración por el
Secretario General.

3. Cualquier declaración realizada en virtud de los párrafos anteriores
podrá ser retirada, en relación con el territorio especificado en dicha
declaración, mediante notificación dirigida al Secretario General La
retirada entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la expiración
de un período de tres meses posterior a la fecha de recepción de dicha
notificación por el Secretario General.

Artículo 39
Relaciones con otros convenios y acuerdos

1. El presente Convenio no afecta los derechos y compromisos
derivados de los convenios internacionales multilaterales relativos a
materias específicas.

2. Las Partes del Convenio pueden concluir acuerdos bilaterales o
multilaterales entre sí sobre las materias que trata el presente Convenio,
a los fines de completar o reforzar sus disposiciones o facilitar la
aplicación de los principios en él consagrados.

3. En caso de que dos o más Partes hayan concluido ya cualquier
acuerdo o tratado en relación con una materia tratada en el presente
Convenio, o hayan establecido de cualquier otra forma sus relaciones con
respecto a dicha materia, tendrá derecho a aplicar aquel acuerdo o tratado,
o a regular sus relaciones de acuerdo con el mismo, en lugar del presente
Convenio, cuando ello facilite la cooperación internacional.

Artículo 40
Reservas

1. Cualquier Estado podrá, en el momento de la firma o de depositar
su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, declarar
que va a hacer uso de una o más de las reservas previstas en el artículo 2º,
apartado 2, artículo 6º, apartado 4, artículo 14, apartado 3, artículo 21,
apartado 2, artículo 25, apartado 3 y artículo 32, apartado 2. No podrá
hacerse ninguna otra reserva.

2. Cualquier Estado que haya hecho una reserva en virtud del apartado
anterior podrá retirarla, total o parcialmente, mediante notificación
dirigida al Secretario General del Consejo de Europa. La reserva entrará
en vigor en la fecha de recepción de dicha notificación por el Secretario
General.

3. Ninguna Parte que haya hecho una reserva en relación con una
disposición del presente Convenio podrá reclamar la aplicación de dicha
disposición por otra Parte; podrá, no obstante, si su reserva es parcial o

condicional, reclamar la aplicación de dicha disposición en la misma
medida en que ella misma la haya aceptada.

Artículo 41
Enmiendas

1. Cualquier Parte podrá proponer enmiendas al presente Convenio,
que serán comunicadas por el Secretario General del Consejo de Europa
a los Estados miembros del Consejo de Europa, así como a todos aquellos
Estados no miembros que se hayan adherido o que hayan sido invitados
a adherirse al presente Convenio, de acuerdo con lo dispuesto en el
artículo 37.

2. Cualquier enmienda propuesta por una Parte será comunicada al
Comité Europeo para Problemas Criminales, que someterá al Comité de
Ministros su dictamen acerca de la enmienda propuesta.

3. El Comité de Ministros estudiará la enmienda propuesta y el
dictamen remitido por el Comité Europeo para Problemas Criminales y
podrá adoptarla enmienda.

4. El texto de cualquier enmienda adoptada por el Comité de Ministros
de acuerdo con- el apartado 3 del presente artículo será remitido a las
Partes para su aceptación.

5. Cualquier enmienda adoptada de acuerdo con el apartado 3 del
presente artículo entrará en vigor al tercer día después de que todas las
Partes hayan informado al Secretario General de su aceptación de la
misma.

Artículo 42
Resolución de controversias

1. Se mantendrá informado al Comité Europeo para Problemas
Criminales del Consejo de Europa en relación con la interpretación y
aplicación del presente Convenio.

2. En caso de que surja una controversia entre las Partes relativa a la
interpretación o aplicación del presente Convenio, buscarán la resolución
de la controversia mediante la negociación o cualquier otro medio
pacífico de su elección, incluido el sometimiento de la controversia ante
el Comité Europeo para Problemas Criminales, ante un tribunal de
arbitraje cuyas resoluciones serán obligatorias para las Partes o ante el
Tribunal Internacional de Justicia, según se acuerde por las Partes
interesadas.

Artículo 43
Denuncia

1. Cualquier Parte puede, en cualquier momento, denunciar el presente
Convenio, mediante notificación dirigida al Secretario General del
Consejo de Europa.

2. Dicha denuncia entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la
expiración de un período de tres meses posterior a la fecha de recepción
de la notificación por el Secretario General.

3. No obstante, el presente Convenio continuará aplicándose a la
ejecución en virtud del artículo 14 de una confiscación que haya sido
solicitada de conformidad con las disposiciones del presente Convenio
con anterioridad a la fecha en que dicha denuncia entre en vigor.

Artículo 44
Notificaciones

El Secretario General del Consejo de Europa notificará a los Estados
miembros del Consejo, así como a cualquier Estado que se haya adherido
al presente Convenio, de:

a) Cualquier firma;
b) El depósito de cualquier instrumento ratificación, aceptación,

aprobación o adhesión;
c) Cualquier fecha de entrada en vigor del presente Convenio, conforme

a los artículos 36 y 37;
d) Cualquier reserva realizada en virtud del artículo 40, apartado 1;
e) Cualquier otro acto, notificación o comunicación relativos al

presente Convenio.
En testimonio de lo cual los abajo firmantes, debidamente autorizados

al efecto, han firmado el presente Convenio.
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Hecho en Estrasburgo, a 8 de noviembre de 1990, en inglés y francés,
siendo ambos textos igualmente auténticos, en un solo ejemplar que será
depositado en los archivos del Consejo de Europa. El Secretario General
del Consejo de Europa remitirá copias certificadas a cada uno de los
Estados miembros del Consejo de Europa, a los Estados no miembros que
han participado en la elaboración del presente Convenio y a cualquier
otro Estado invitado a adherirse a él».

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 8 de octubre de 2004
Aprobado sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Carolina Barco Isakson.

DECRETA:
Artículo 1º. Apruébase el “Convenio sobre Blanqueo, Detección,

Embargo y Confiscación de los Productos de un Delito”, hecho en
Estrasburgo el ocho (8) de noviembre de mil novecientos noventa (1990).

Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la
Ley 7ª de 1944, el “Convenio sobre Blanqueo, Detección, Embargo y
Confiscación de los Productos de un Delito”, hecho en Estrasburgo el
ocho (8) de noviembre de mil novecientos noventa (1990), que por el
artículo 1º de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en
que se perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a ...
Presentado al honorable Congreso de la República por el Ministro del

Interior y de Justicia y la Ministra de Relaciones Exteriores.
El Ministro del Interior y de Justicia,

Sabas Pretelt de la Vega.

La Ministra de Relaciones Exteriores,
Carolina Barco Isakson.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de lo dispuesto

en los artículos 150 numerales 16 y 189 numeral 2 de la Constitución
Política de Colombia, presentamos a consideración del honorable
Congreso de la República el proyecto de ley por medio de la cual se
aprueba el “Convenio sobre Blanqueo, Detección, Embargo y
Confiscación de los Productos de un Delito” hecho en Estrasburgo el 8
de noviembre de 1990.

El Convenio sobre Blanqueo, Detección, Embargo y Confiscación de
los Productos de un Delito, en adelante denominado “el Convenio”, se
constituye en el primer instrumento multilateral del Consejo de Europa
que aborda de manera específica el tema de lavado de activos y establece
medidas de cooperación judicial tendientes a la identificación y
seguimiento del producto de un delito y de los instrumentos con los cuales
se llevó a cabo, con fines de decomiso.

No obstante ser concebido, en principio, como un instrumento de
aplicación regional, atendiendo el carácter transnacional de la conducta
se incorporó en el texto mismo del tratado una cláusula que posibilita la
adhesión de un Estado no miembro del Consejo y que no hubiere
participado en su elaboración.

Así, por la importancia que para Colombia reviste contar con un marco
de cooperación judicial internacional en la lucha contra el lavado de
activos, presentó ante el Consejo de Europa, en febrero de 1995, su
solicitud formal de adhesión al Convenio.

Surtidos los requerimientos internos de orden legal y los pasos
previstos en el artículo 37 del Convenio, el Comité de Ministros del
Consejo de Europa comunicó mediante Nota Diplomática de fecha 19 de
febrero de 2004 su decisión de invitar a Colombia a adherir al instrumento.

El blanqueo de capitales es hoy reconocido como una de las conductas
delictivas de naturaleza transnacional de mayor gravedad. Consciente de
ello, la comunidad internacional ha hecho referencia expresa a esta
conducta en instrumentos tales como la Convención de Viena de 1988
contra el tráfico ilícito de estupefacientes, la Convención de Palermo
contra la delincuencia transnacional organizada y, más recientemente, en
la Convención de Mérida contra la Corrupción.

Aunado al marco gestado al interior de la Organización de las
Naciones Unidas, organismos especializados en la materia se han
encargado del diseño de lineamientos mínimos en procura del
fortalecimiento de los sistemas legales antilavado de los países. En este
contexto, las 40 recomendaciones del Grupo de Acción Financiera
Internacional, GAFI, constituyen un punto obligado de referencia en la
medición de las fortalezas y debilidades de las políticas adoptadas contra
el delito de lavado de activos.

La lucha contra la delincuencia organizada encuentra en el combate al
lavado de dinero su pilar más importante. En este empeño, es eslabón
indispensable el fortalecimiento de los canales de cooperación judicial.
Deben generarse conductos ágiles que sin caer en el excesivo trámite y
ritualismo procesal, permitan a las autoridades obrar con inmediatez y
certeza. El carácter dinámico del delito de lavado de activos amerita una
reacción consecuente. La dilación en la respuesta a las solicitudes de
cooperación judicial sólo favorece los propósitos ilícitos de la delincuencia
organizada.

Es por tal razón que el lavado de activos no puede ser afrontado de
manera aislada por los países en los cuales los delitos generadores de
riqueza ilícita se presentan con mayor frecuencia. Debe concurrir la
participación de toda la comunidad internacional a través de la generación
de un frente común contra este delito. Debemos recordar que el capital
mal habido divaga por el orbe en busca de estructuras financieras débiles
o complacientes, valiéndose de la carencia de controles, de las múltiples
posibilidades de camuflaje que ofrecen las novedades tecnológicas, y en
el peor de los casos, de la laxitud de los ordenamientos jurídicos.

En este entendido, el Convenio erige la cooperación internacional
sobre la base de un amplio espectro de conductas subyacentes al lavado
de activos, no restringiendo las posibilidades de cooperación a un listado
taxativo de conductas, constituyéndose en una valiosa herramienta que
impide a las organizaciones delictivas ampararse en la exigibilidad del
principio de doble incriminación para evadir requerimientos de autoridades
judiciales extranjeras.

Contenido del Convenio

El Convenio consta de un preámbulo y 44 artículos divididos en cuatro
capítulos.

El primer capítulo determina el alcance del instrumento a partir de la
definición de los términos: “Producto”, “propiedad”, “confiscación”,
“instrumentos” y “delito base”.

Se resalta que la definición de confiscación enunciada en el literal d)
se asimila a los conceptos de decomiso y extinción de dominio previstos
en el ordenamiento jurídico colombiano y no a la medida proscrita por el
artículo 34 de la Constitución.

Así ha sido aclarado por vía jurisprudencial, cuando la Corte
Constitucional ha abordado el estudio de disposiciones similares
contenidas en otros Instrumentos multilaterales, tales como la Convención
de Viena de 1988:

“(...) la Corte considera que el artículo 5° de la Convención no
posibilita formas de confiscación prohibidas por la Constitución. En
efecto, este artículo posibilita tres formas de decomiso: de un lado, de los
instrumentos utilizados para cometer los delitos tipificados de
conformidad con los mandatos de la Convención; de otro lado, del
‘producto’, esto es, de los beneficios obtenidos o derivados directa o
indirectamente de la comisión de tales delitos; y, tercero, de ‘bienes cuyo
valor equivalga al de ese producto’.

Las dos primeras formas de extinción de dominio constituyen los
casos clásicos de decomiso que, conforme a la reiterada jurisprudencia
reseñada en esta sentencia, son legítimos desde el punto de vista
constitucional. La tercera forma de extinción de dominio amerita un
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examen más detallado, por cuanto se podría pensar que la Convención,
al autorizar que se prive a una persona de la propiedad de bienes cuyo
valor sea considerado equivalente al producto de las actividades ilícitas,
podría dar lugar a confiscaciones. La Corte no comparte esa concepción.
En efecto, el análisis precedente ha mostrado que elemento esencial que
configura una confiscación es una sanción que consiste en la privación
arbitraria –esto es injustificada– y desproporcionada –esto es, sin
ninguna medida de equivalencia– de los bienes legítimamente adquiridos
por un particular, en beneficio del fisco y en general por motivos de
persecución política. Por eso, cuando la sanción de la privación de un
bien deriva de una causa legítima –como ser consecuencia de la
comisión de un ilícito– y se rige por principios de equivalencia, ella se
ajusta al ordenamiento constitucional.

[...]

Es entonces una figura ampliada de decomiso que parece razonable,
debido a la dificultad objetiva que existe para comprobar las relaciones
entre las actividades delincuenciales de una persona y la propiedad
de bienes determinados. Sin embargo, la Corte considera que esta
posibilidad de extinguir el dominio de bienes cuyo valor equivalga al
del producto de una actividad ilícita no constituye confiscación, por
cuanto deriva de un motivo constitucional legítimo”. (Sentencia C-
176 de 1994).

En el mismo sentido, el concepto de propiedad es coherente con el
alcance del término “bienes” contenido en el artículo 3º de la Ley 793 de
2002.

Por su parte, la definición de “delito base” presenta una cobertura
amplia que no se limita al listado taxativo de delitos fuente o subyacentes
de lavado de activos. Esta previsión, resulta de especial importancia en
materia de cooperación judicial, pues permite superar las dificultades
propias de los sistemas en los que la concurrencia de la doble tipificación
es determinante para el suministro de asistencia.

El capítulo segundo aborda las medidas internas que deberán ser
adoptadas por los países que se hagan parte del Convenio. En un pri-
mer orden se señala el compromiso de establecer el marco legal que
permita el comiso o la extinción de dominio sobre los bienes y produc-
tos de un delito, y de propiedades cuyo valor corresponda a dichos
productos.

El artículo 4° por su parte, insta a los países a adoptar herramientas
legales relacionadas con la inoponibilidad del secreto bancario ante
requerimiento de autoridad judicial u otra autoridad competente. Para
facilitar la identificación y seguimiento de los productos de un delito, y
en consecuencia, el recaudo de pruebas, el numeral 2 de este artículo
sugiere a los Estados Parte emplear técnicas de investigación tales como
la interceptación de telecomunicaciones, el acceso a sistemas de ordenador
y órdenes de presentar documentos específicos.

Para terminar este capítulo, el artículo 6° desglosa las modalidades de
blanqueo que deben ser objeto de tipificación. Dentro de ellas se
destacan: Conversión o transmisión de propiedades, ocultación o disfraz
del origen, y la adquisición, posesión o uso de propiedades, con
conocimiento de que, al momento de su recepción, dichas propiedades
eran producto de un delito.

Basta señalar, para verificar la concordancia del Convenio en este
punto con el tipo penal descrito en el artículo 323 de la Ley 599 de 2000,
que los supuestos en aquel listado se encuentran comprendidos en su
totalidad a manera de verbos rectores en el régimen punitivo sustancial
colombiano.

Debe anotarse que a nivel interno funge como mecanismo penal
sustantivo complementario el delito de receptación, aplicable respecto de
las conductas no especificadas en el tipo penal de blanqueo de capitales,
siempre que no concurra conducta sancionada con pena mayor.

El capítulo tercero del Convenio se divide en 7 secciones a través de
las cuales aborda in extenso lo relativo a la cooperación internacional.

En la Sección 1 se reitera el compromiso a cargo de los Estados Parte
de adoptar medidas internas que permitan una efectiva cooperación
internacional, en particular aquellas destinadas a atender solicitudes de
decomiso de bienes producto o instrumento de un delito.

Con el fin de materializar este propósito, la Sección 2 –artículos 8º a
10– se refiere a la obligación de brindar la mayor ayuda posible para la
identificación y seguimiento del producto o instrumentos de un delito.
Para tal fin, la Sección 3 establece el deber de adoptar, cuando medie
solicitud en tal sentido, las medidas provisionales necesarias para evitar
que se negocie, se transmita o se enajene cualquier propiedad que, en un
momento posterior, pueda ser objeto de solicitud de decomiso o que
pueda servir de fundamento jurídico a tal solicitud.

El procedimiento para proceder al decomiso solicitado por autori-
dad competente extranjera se encuentra detallado en la Sección 4 del
Capítulo 3.

Las causales de denegación o aplazamiento de la cooperación
internacional se describen en la Sección 5. Dentro de las causales que
pueden dar lugar a la negativa se destacan:

– Que la medida solicitada sea contraria a los principios fundamentales
del sistema jurídico de la Parte requerida;

– Que la ejecución de la solicitud pueda perjudicar a la soberanía,
seguridad, orden público u otros intereses esenciales de la Parte requerida; o

– Que el delito al que se refiere la solicitud sea un delito político o
fiscal; o

– Que la Parte requerida considere que el cumplimiento de la medida
solicitada sería contrario al principio de ne bis in idem.

No esta demás anotar que la ejecución de las solicitudes esta sujeta a
los límites establecidos en el ordenamiento jurídico de la Parte requerida,
con lo cual las previsiones del Convenio acogen cabalmente los principios
del derecho internacional público.

Es oportuno señalar que el artículo 507 del Código de Procedimiento
Penal dispone que la extinción del derecho de dominio o cualquier otra
medida que implique la pérdida o suspensión del poder dispositivo sobre
bienes podrá ejecutarse en Colombia por orden de autoridad extranjera
competente, con lo cual se verifica que el ordenamiento jurídico interno
cuenta con las herramientas adecuadas a los fines del Convenio.

Las Secciones 6 y 7 contienen las reglas de notificación y protección
de los derechos de terceras personas, y el procedimiento general de
aplicación de las disposiciones contenidas en el Convenio, tales como
designación de autoridades centrales, forma e idioma de las solicitudes,
exención de formalidades de legalización, contenido de las solicitudes,
uso de la información, confidencialidad y costos, entre otros.

Por último el capítulo cuarto está integrado por cláusulas comunes a
instrumentos de carácter multilateral, relacionadas con la formulación de
reservas, enmiendas, solución de controversias y entrada en vigor. Se
resalta la disposición contenida en el artículo 37 –adhesión– que define
el marco legal y procedimental que permite a Estados no miembros del
Consejo de Europa y que no hubieren participado en la elaboración del
Convenio, adherir al mismo.

El Convenio de Estrasburgo hace parte del denominado bloque
jurídico internacional antilavado. Su principal aporte es, como ya se
anotó, extender el marco de cooperación judicial a medidas y delitos
fuente de blanqueo de capitales distintos de los enunciados en otros
instrumentos multilaterales, por lo que su incorporación al ordenamiento
jurídico colombiano constituiría una valiosa herramienta contra la
delincuencia organizada trasnacional.

Teniendo en cuenta lo anterior, el Gobierno Nacional, a través del
Ministro del Interior y de Justicia y de la Ministra de Relaciones
Exteriores, solicita al honorable Congreso de la República aprobar el
“Convenio sobre Blanqueo, Detección, Embargo y Confiscación de los
Productos de un Delito”, hecho en Estrasburgo el 8 de noviembre de
1990.

De los honorables Senadores y Representantes,
El Ministro del Interior y de Justicia,

Sabas Pretelt de la Vega.

La Ministra de Relaciones Exteriores,
Carolina Barco Isakson.
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LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales
suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará
anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de
Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta (30) días calendario
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un
informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y
desarrollando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por
Colombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada de
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al
Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará como
anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que el
Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Amylkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.

SENADO DE LA REPUBLICA
SECRETARIA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogota, D. C., abril 4 de 2005
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 245

de 2005 Senado, por medio de la cual se crea el “Convenio sobre
Blanqueo, Detección, Embargo y Confiscación de los Productos de un
Delito” hecho en Estrasburgo el 8 de noviembre de 1990, me permito
pasar a su despacho el expediente de la mencionada iniciativa que fue
presentada en el día de hoy ante Secretaría General. La materia de que
trata el mencionado proyecto de ley, es competencia de la Comisión
Segunda Constitucional Permanente, de conformidad con las disposiciones
reglamentarias y de ley.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Otero Dajud.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO
DE LA REPUBLICA

Bogota, D. C., abril 4 de 2005
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por

repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el
fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Luis Humberto Gómez Gallo.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Otero Dajud.

PROYECTO DE LEY NUMERO 246 DE 2005 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Tratado Cultural y Educativo
entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la

República de Honduras”, hecho en la ciudad de Santa Fe de Bogotá a
los veintisiete (27) días del mes de abril de mil novecientos noventa y

nueve (1999).
El Congreso de la República

Visto el texto del “Tratado Cultural y Educativo entre el Gobierno de
la República de Colombia y el Gobierno de la República de Honduras”,
hecho en la ciudad de Santa Fe de Bogotá a los veintisiete (27) días del
mes de abril de mil novecientos noventa y nueve (1999).

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del
instrumento internacional mencionado).

«TRATADO CULTURAL Y EDUCATIVO ENTRE EL GOBIERNO
DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA Y EL GOBIERNO DE LA
REPUBLICA DE HONDURAS

El  Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la
República de Honduras, en adelante denominados las Partes;

Animados por la convicción de que la Cultura y la Educación
constituyen elementos esenciales para dar respuestas acertadas a los
desafíos planteados por la globalización, con sus importantes
transformaciones productivas, los avances científico-técnicos y la
necesidad de mejorar los niveles de competitividad para poder ser
partícipes de una nueva era de progreso;

Conscientes de que para el fortalecimiento de la democracia, es
indispensable la consolidación de los valores propios, la cultura de la paz,
la tolerancia y el respeto a los Derechos Humanos;

Convencidos de que el conocimiento mutuo fortalece los lazos de
amistad entre las dos naciones y que la educación es un factor esencial
para el desarrollo y el mejoramiento de las condiciones de vida de
nuestros pueblos;

Unidos por el espíritu integracionista latinoamericano, inspirado en
raíces históricas que identifican a nuestras naciones, como pueblos
amantes de la unidad de propósitos para el bienestar de nuestras gentes;

Conocedores de la riqueza del patrimonio cultural de sus naciones, la
necesidad de preservarlo y la importancia de hacerlo conocer por su
importancia histórica y cultural;

Decididos a promover una educación que fomente los valores del
respeto a la naturaleza y preservación del medio ambiente, en el marco
del concepto de “desarrollo sostenible”;

Habiendo tomado nota del “Plan de Acción” acordado por los Jefes de
Estado y de Gobierno del continente, en la “II Cumbre de las Américas”,
en la que se adquirió el compromiso hemisférico con los procesos de
reforma y fortalecimiento de la educación, teniendo en cuenta los
principios de equidad, calidad, pertinencia y eficiencia.

Tomando nota de las experiencias logradas en la revisión, ampliación
de contenidos y mayor cobertura de la educación básica, el fomento de
la lectura, el respeto de los derechos de autor y el fortalecimiento de las
bibliotecas;

Considerando la necesidad de encontrar fórmulas que faciliten a todos
sus nacionales el acceso a la educación básica, prevenir los problemas
que conducen a la deserción estudiantil y, procurar el acceso a la
educación superior teniendo en cuenta los méritos académicos;

Comprometidos con la necesidad de cooperar en la utilización de
medios tales, como la televisión educativa, la utilización de materiales
didácticos, así como de elementos audiovisuales para facilitar el
aprendizaje y lograr una mayor cobertura de la enseñanza;

Conocedores de la importancia del intercambio de experiencias, la
concesión de becas de especialización, la facilitación de pasantías y la
participación en seminarios, foros de estudio y encuentros académicos;

Reconociendo la necesidad de que los artistas, compositores, músicos
y exponentes del arte y la cultura, tengan las facilidades en los dos países
para exponer sus obras, hacer presentaciones y dar a conocer sus trabajos;
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Hemos acordado celebrar el presente Tratado marco cultural y
educativo.

Artículo I. El presente Tratado marco regula las relaciones generales
de cooperación e intercambio cultural y educativo entre las dos Partes,
que para su aplicación e implementación podrán suscribir como desarrollo
del mismo, acuerdos complementarios para los cuales deberán establecer
las entidades ejecutoras; así mismo y previa la evaluación sobre su
aplicación se suscribirán programas bianuales.

Artículo II. Las Partes crearán una base de datos común que contenga,
la información sobre calendarios de actividades educativas, concursos,
premios, becas, e infraestructura disponibles en ambos Estados para la
realización de exposiciones, presentaciones artísticas, y entidades de
carácter cultural y educativa que puedan colaborar en los programas de
cooperación de esa naturaleza, así como toda otra información que se
estime necesaria o de interés para el cumplimiento de los objetivos del
presente Tratado.

Artículo III. Cada Parte recomendará a las instituciones oficiales y
privadas, especialmente a las sociedades de escritores y a las cámaras del
libro, que envíen sus publicaciones de interés general, a las bibliotecas
nacionales del otro Estado.

Las Partes promoverán la edición o co-edición de obras de autores
nacionales cuyo contenido tenga interés para los dos países, promueva
los valores de la cultura y la educación y fortalezca las relaciones de
amistad entre las dos naciones.

Las Partes favorecerán la creación de secciones especiales, dedicadas
a autores nacionales del otro Estado e información sobre el mismo, en las
bibliotecas oficiales de servicio al público.

Artículo IV. Las Partes promoverán el intercambio y la cooperación
en experiencias educativas innovadoras y la ejecución de proyectos que
fortalezcan las actividades de mejoramiento de los niveles de educación,
especialmente entre las entidades de fomento educativo y actualización
de conocimientos del personal docente;

Las Partes facilitarán la vinculación directa entre las instituciones
educativas de los dos países para que establezcan o fortalezcan vínculos
de intercambio y cooperación mutua, mediante la ejecución de programas
específicos que desarrollen el objeto y fin del presente Tratado;

Las Partes promoverán la participación de la sociedad civil en los
proyectos de carácter cultural y educativo, motivados por el mismo
espíritu que anima a los dos Gobiernos a celebrar el presente Tratado;

Artículo V. Las instituciones públicas competentes para la selección
de los beneficiarios de los programas de becas, además de tener en cuenta
el cumplimiento de los requisitos generales para el otorgamiento de las
mismas, aplicarán criterios favorables al fortalecimiento de la cooperación
para alcanzar un mejoramiento de los niveles educativos y profesionales
con la mayor cobertura social posible.

De acuerdo con las disponibilidades presupuestales de los dos países,
se crearán becas especiales para colombianos y hondureños destinadas a
adelantar estudios a nivel de post grado y de formación técnica avanzada,
en instituciones oficiales de los dos países, para lo cual los candidatos
deberán ser presentados oficialmente, con el debido respaldo de buen
rendimiento académico, justificación sobre la necesidad de la cooperación
y compromiso de vincular al beneficiario en proyectos y trabajos de
servicio público.

Artículo VI. Las Partes diseñarán programas de intercambio docente
y de estudiantes avanzados de educación superior y apoyarán las pasantías
o prácticas en instituciones públicas y privadas que de acuerdo con sus
criterios de organización requieran o permitan la participación de
estudiantes.

Artículo VII. Se promoverá la cooperación entre expertos, técnicos y
especialistas en educación de ambos Estados, por medio del intercambio
de experiencias que vinculen los sistemas educativos y la capacitación
profesional con el mundo del trabajo, y de la producción.

En ese marco se promoverá la realización de cursos o seminarios,
trabajos de investigación en el área educativa y demás actividades que
tiendan a compartir y mejorar los conocimientos de los docentes.

Artículo VIII. Las Partes promoverán y facilitarán la realización de
exposiciones de arte, intercambio de artistas, promoción y
comercialización de sus obras, así como la realización de encuentros,
talleres y seminarios sobre diferentes manifestaciones artísticas.

Artículo IX. De conformidad con los Tratados vigentes sobre la
materia, ratificados por ambos Estados y la legislación interna de cada
uno de los países, las Partes se comprometen a proteger plenamente, los
derechos de los ciudadanos del otro Estado en lo que respecta a la
propiedad intelectual y artística. También se tomarán las medidas
destinadas a facilitar, las transferencias de derechos de autor y
remuneraciones a escritores o artistas.

Artículo X. Cada Parte se compromete a adoptar las medidas
procedimentales o legales, que faciliten la libre entrada y salida de su
territorio, con carácter de internación temporal, de bienes culturales
necesarios para la ejecución de las actividades artísticas y culturales
previstas en el presente Tratado, en los acuerdos complementarios y en
los programas bianuales que se suscriban.

Artículo XI. Ambas Partes facilitarán por todos los medios posibles,
el desarrollo del turismo, particularmente el de carácter cultural.

Artículo XII. Para el seguimiento del desarrollo del presente Tratado
y la aplicación del mismo, las dos Partes crean la Comisión Ejecutiva
Cultural y Educativa, que será coordinada por las oficinas encargadas de
los asuntos culturales de ambas cancillerías.

La comisión tendrá como objetivos:
a) Evaluar periódicamente el cumplimiento del Presente Tratado, así

como el desarrollo de los acuerdos complementarios del mismo y de los
programas acordados por ambas Partes;

b) Preparar, de acuerdo con la evaluación sobre la ejecución del
Tratado, las propuestas de las Partes y las experiencias acumuladas, los
programas bianuales de cooperación cultural y educativa;

c) Preparar los proyectos de acuerdos complementarios del presente
Tratado;

d) Preparar recomendaciones para el mejor desarrollo del presente
Tratado y el fortalecimiento de los nexos de carácter cultural y
educativo.

La Comisión Ejecutiva Cultural y Educativa se reunirá cada dos años
o por acuerdo entre las Partes, luego de un término menor de tiempo.

Artículo XIII. El presente Tratado sustituirá a partir de la fecha de su
entrada en vigor, al Convenio Cultural entre el Gobierno de la República
de Colombia y el Gobierno de la República de Honduras, firmado en
Tegucigalpa el 12 de agosto de 1961.

Artículo XIV. El presente Tratado entrará en vigor, en la fecha del
canje de los Instrumentos de Ratificación, una vez se hayan cumplido los
requisitos legales y constitucionales en cada una de las Partes.

El presente Tratado tendrá una duración de diez (10) años y se
renovará automáticamente por períodos iguales, si ninguna de las
Partes manifiesta por escrito su deseo de no prorrogarlo, con una
antelación de por lo menos seis nenes a la fecha de terminación del
período respectivo.

Cualquiera de las Partes, puede denunciar el presente Tratado, mediante
notificación escrita, que surtirá efectos, seis (6) meses después de la fecha
de recibo de la entrega de la nota correspondiente.

Hecho en la ciudad de Santa Fe de Bogotá a los 27 días del mes de abril
de mil novecientos noventa y nueve en dos ejemplares igualmente
auténticos.

Por el Gobierno de la República de Colombia,
Guillermo Fernández de Soto,

Ministro de Relaciones Exteriores.
Por el Gobierno de la República de Honduras,

Roberto Flores Bermúdez,
Secretario de Estado en el Despacho

de Relaciones Exteriores».
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RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 5 de marzo de 2002.
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
Firmado,

 ANDRES PASTRANA ARANGO
El Ministro de Relaciones Exteriores (firmado),

Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el “Tratado Cultural y Educativo entre el

Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República de
Honduras”, hecho en la ciudad de Santa Fe de Bogotá a los veintisiete
(27) días del mes de abril de mil novecientos noventa y nueve (1999).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de
la Ley 7ª de 1944, el “Tratado Cultural y Educativo entre el Gobierno
de la República de Colombia y el Gobierno de la República de
Honduras”, hecho en la ciudad de Santa Fe de Bogotá a los veintisiete
(27) días del mes de abril de mil novecientos noventa y nueve (1999),
que por el artículo primero de esta ley se aprueba, obligará al país a
partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional
respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a los…
Presentado al honorable Congreso de la República por la Ministra de

Relaciones Exteriores, la Ministra de Educación Nacional y la Ministra
de Cultura.

La Ministra de Relaciones Exteriores,
Carolina Barco Isakson.

La Ministra de Educación Nacional,
Cecilia María Vélez  White.

La Ministra de Cultura,
María Consuelo Araújo Castro.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento a lo dispuesto

en los artículos 150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución
Política de la República de Colombia, tenemos el honor de someter a su
consideración el proyecto de ley por medio de la cual se aprueba el
“Tratado Cultural y Educativo entre el Gobierno de la República de
Colombia y el Gobierno de la República de Honduras”, hecho en la
ciudad de Santa Fe de Bogotá a los veintisiete (27) días del mes de abril
de mil novecientos noventa y nueve (1999).

En consonancia con los principios y normas del Derecho Internacional
sobre mutua cooperación y reciprocidad entre los pueblos, los Gobiernos
de Colombia y Honduras han suscrito este instrumento de cooperación e
intercambio cultural y educativo con el propósito de establecer mecanismos
y procedimientos que permitan una más ágil y efectiva asistencia mutua
en los campos de la cultura y la educación.

Desde la visita oficial del entonces canciller hondureño Roberto
Flores Bermúdez, durante la cual los dos ministros firmaron el tratado, se
hizo particular énfasis en la amistad que une a los dos países como
Estados vecinos del Caribe y, de su importancia, teniendo en cuenta la
situación geopolítica en esa zona y la necesidad de afianzar nexos que
unan a las dos naciones, que fomenten la hermandad, dadas nuestras
fortalezas y debilidades que nos identifican como latinoamericanos y, los
retos que tenemos hoy en día, en donde la educación debe responder a
nuestras realidades y, la cultura debe afianzar nuestras posiciones en un
mundo cambiante, que muchas veces descuida los cimientos de una
civilización rodeada de oportunidades y de retos.

En el Tratado, se tienen en cuenta nuevas realidades, como son la
participación de la sociedad civil, la necesidad de proteger el patrimonio
cultural de las naciones y el respeto por los derechos de autor y el medio

ambiente. Al respecto es importante tener en cuenta que la educación
tiene especial relevancia en este instrumento internacional, existiendo así
una coincidencia de propósitos en las agendas nacionales de los dos
países, que requieren muchas veces acciones de cooperación, en un
campo en el que podemos contar con la participación de expertos
colombianos en la materia, que pueden brindar a Honduras experiencias
importantes que son consideradas como modelos en estos campos.

El convenio facilita el intercambio de la información y de la producción
literaria y artística de nuestros nacionales y, prevé el estrechamiento de
vínculos entre instituciones educativas de cada Estado, tendiente a
fortalecer el conocimiento y la difusión del acervo cultural de ambas
Naciones.

Con este instrumento se actualiza el acuerdo celebrado entre los dos
gobiernos en Tegucigalpa el 12 de agosto de 1961, dando a la educación
y la cultura un reconocimiento como respuesta a los desafíos de la
globalización, especialmente en cuanto a las transformaciones productivas,
a los avances científico-técnicos y a la necesidad de mejorar los niveles
de competitividad de los dos pueblos.

El convenio mantiene el espíritu de los programas de becarios e
intercambio de información en el campo de la promoción de la educación
y la cultura y, profundiza en los mecanismos para realizar más
efectivamente los programas de cooperación entre expertos, técnicos y
especialistas en educación de ambos Estados.

Un aspecto a resaltar de este instrumento es que reafirma el compromiso
de cada Estado para proteger los derechos de propiedad intelectual y
artística en sus territorios y, crea la Comisión Ejecutiva Cultural y
Educativa, encargada de diseñar y evaluar los programas específicos
concebidos dentro del marco del mismo.

La utilización de un banco de datos común informatizado, con los
calendarios de actividades educativas, concursos, premios, becas y
nóminas de recursos humanos e infraestructura disponibles en ambos
Estados, facilitará el seguimiento al convenio y el acceso de los usuarios
nacionales a los distintos programas que se desarrollarán con base en el
mismo.

Este acuerdo bilateral realizado entre los dos Gobiernos, complementa
el desarrollo de las relaciones en materia educativa con otros Estados, en
particular del denominado “Plan de Acción” acordado por los Jefes de
Estado y de Gobierno del continente, en la “II Cumbre de las Américas”.

Para el interés nacional revisten singular importancia las cláusulas de
este instrumento internacional, las cuales brindan un marco adecuado
para el fortalecimiento de la cooperación, el intercambio y el crecimiento
mutuo en el campo de la cultura y la educación de ambos Estados,
sustituyendo el “Convenio Cultural celebrado entre el Gobierno de la
República de Colombia y el Gobierno de la República de Honduras”,
firmado en Tegucigalpa el 12 de agosto de 1961.

Teniendo en cuenta lo anterior, el Gobierno Nacional consciente de la
importancia de reforzar y complementar las diferentes iniciativas
institucionales que se han venido desarrollando en el país para contar con
instrumentos adicionales que permitan la efectiva e integral cooperación
internacional en el campo educativo y cultural en la región, a través de la
Ministra de Relaciones Exteriores, de la Ministra de Educación Nacional
y la Ministra de Cultura, somete a consideración del honorable Congreso
de la República el “Tratado Cultural y Educativo entre el Gobierno de
la República de Colombia y el Gobierno de la República de Honduras”,
hecho en la ciudad de Santa Fe de Bogotá a los veintisiete (27) días del
mes de abril de mil novecientos noventa y nueve (1999), y solicita su
aprobación.

De los honorables Senadores y Representantes,
La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson.

La Ministra de Educación Nacional,
Cecilia María Vélez  White.

La Ministra de Cultura,
María Consuelo Araújo Castro.
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LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales
suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará
anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de
Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un
informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desarro-
llando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por Colombia
con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno nacional encargada
de ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir
la reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente
al Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones
Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará como
anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que el
Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República.

Amylkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.

SENADO DE LA REPUBLICA
SECRETARIA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C.,  4 de abril de 2005
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número

246 de 2005 Senado, por medio de la cual se aprueba el Tratado
Cultural y Educativo entre el Gobierno de la República de Colombia
y el Gobierno de la República de Honduras, hecho en la ciudad de
Santa Fe de Bogotá a los veintisiete (27) días del mes de abril de mil
novecientos noventa y nueve (1999), me permito pasar a su despacho
el expediente de la mencionada iniciativa que fue presentada en el día
de hoy ante Secretaría General. La materia de que trata el mencionado
proyecto de ley, es competencia de la Comisión Segunda Constitucional
Permanente, de conformidad con las disposiciones reglamentarias y
de ley.

El Secretario General honorable Senado de la República,
Emilio Otero Dajud.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 4 de abril de 2005
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por

repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda

Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el
fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase
El Presidente del honorable Senado de la República,

Luis Humberto Gómez Gallo.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Otero Dajud.

* * *
PROYECTO DE LEY NUMERO 247 DE 2005 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Convenio de Cooperación Técnica
y Científica entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno
de la República Dominicana”, suscrito en la ciudad de Bogotá, D. C.,
Colombia, a los tres (3) días del mes de agosto del año dos mil cuatro

(2004).
El Congreso de la República

Visto el texto del “Convenio de Cooperación Técnica y Científica
entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la
República Dominicana”, suscrito en la ciudad de Bogotá, D. C.,
Colombia, a los tres (3) días del mes de agosto del año dos mil cuatro
(2004).

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del
instrumento internacional mencionado).

«CONVENIO DE COOPERACION TECNICA Y CIENTIFICA
ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA

Y EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DOMINICANA
El Gobierno de la República de Colombia

y
El Gobierno de la República Dominicana

En adelante denominados las Partes;
Animados por el deseo de fortalecer en ambos países los lazos de

amistad y cooperación, y convencidos de los múltiples beneficios que se
deriven de una mutua colaboración;

Reconociendo la importancia que la cooperación técnica y científica
representa para la intensificación de las acciones en el orden económico
y social en ambas naciones,

Destacando la necesidad de fomentar, concretar y modernizar la
infraestructura técnica y científica de los países,

Han acordado lo siguiente:
Artículo I

Objeto

1. El presente convenio tiene como objeto promover la cooperación
científica y técnica entre ambos países, mediante la formulación y
ejecución de programas y proyectos en áreas de interés común, de
conformidad con las prioridades establecidas en sus estrategias y políticas
de desarrollo económico y social. Para lograr dicho objetivo las Partes se
comprometen a dar impulso a las acciones de cooperación, con base en
los principios de beneficio mutuo, reciprocidad, respeto a la soberanía, no
intervención en los asuntos internos y las políticas de desarrollo
establecidas en cada país.

2. Todos los programas, proyectos específicos y actividades de
cooperación técnica y científica que convengan las Partes, serán ejecutados
de conformidad con las disposiciones generales del presente Convenio y
las normas establecidas en cada país.

Artículo II
Entidades responsables

Como Entidades responsables para el cumplimiento de los términos
del presente Convenio:

– La Parte colombiana designa al Ministerio de Relaciones Exteriores
y a la Agencia Colombiana de Cooperación Internacional, ACCI.

– La Parte dominicana designa a la Secretaría Técnica de la Presidencia
de la República.
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Artículo III
Financiamiento

La Ejecución de los programas y proyectos de Cooperación Técnica
y Científica se realizará bajo la modalidad de costos compartidos, sin
perjuicio de cualquier otra que conlleve a los objetivos de dicha colabo-
ración. Las Partes pueden solicitar de común acuerdo, la participación de
terceros países y/o organismos internacionales, tanto para la financiación
como para la ejecución de programas y proyectos que surjan de las
modalidades de cooperación contempladas en cada caso.

Artículo IV
Areas de cooperación

Las Partes establecen entre otras, las siguientes áreas de Cooperación,
sin perjuicio de ampliarlas de común acuerdo en el futuro:

Agropecuaria, Agua Potable y Saneamiento Básico, Arte y Cultura,
Comercio inversiones, Comunicación, Ciencia y Tecnología, Desarrollo
Productivo, Desarrollo y Población, Educación, Justicia, Medio Ambiente,
Modernización del Estado, Minas Energía, Salud, Trabajo, Vivienda,
Transporte y Desarrollo Urbano.

Artículo V
Modalidades de cooperación

Para el cumplimiento de los objetivos del presente Convenio de
cooperación técnica y científica, las Partes podrán asumir las siguientes
modalidades:

– Capacitación e intercambio de especialistas, profesionales, investi-
gadores y profesores universitarios.

– Estudios e investigación.
– Recepción de Expertos.
– Capacitación y pasantías en instituciones de reconocido prestigio y

nivel de excelencia.
– Intercambio de información estadística, técnica y tecnológica, para

el desarrollo de los proyectos conjuntos.
– Otorgamiento de becas para estudios de especialización profesional

y estudios intermedios de capacitación técnica.
– Prestación de servicios de consultoría.
– Organización de seminarios, talleres, cursos y conferencias y otros

mecanismos conjuntos de intercambio académico y científico.
– Proyectos integrales.
– Envío de equipo y material necesario para la ejecución de proyectos

específicos.
– Cualquier otra actividad de cooperación que sea convenida por las

Partes para el desarrollo del presente convenio.
Artículo VI

Funcionamiento e instrumentación

1. Se crea una Comisión Mixta de Cooperación Técnica y Científica,
como instancia de funcionamiento e instrumentación de la Cooperación
entre Colombia y República Dominicana, conformada por las entidades
responsables citadas en el artículo II y otros representantes y expertos que
las instituciones consideren necesarios.

La Comisión Mixta estará presidida por la Dirección de Cooperación
Internacional del Ministerio de Relaciones Exteriores, junto con la
Agencia Colombiana de Cooperación Internacional, ACCI, en el caso de
Colombia, y por los representantes de la Secretaría Técnica de la
Presidencia de la República y de la Secretaría de Estado de Relaciones
Exteriores, en el caso de República Dominicana.

2. Los proyectos específicos se identificarán y prepararán siguiendo
los procedimientos establecidos en cada país y se presentarán en el Marco
de la Comisión Mixta.

3. La Comisión Mixta cumplirá las siguientes funciones:
– Analizar y determinar los campos prioritarios en los que se puedan

realizar programas y proyectos específicos de cooperación técnica y
científica;

– Proponer y coordinar las actividades, proyectos y acciones concretas
en relación con los objetivos del Presente Convenio, y definir los medios
necesarios para su realización y evaluación;

– Identificar nuevos sectores y áreas de cooperación.
– Buscar los medios adecuados para prevenir las dificultades que se

puedan presentar en los campos cubiertos por el presente Convenio;
– Controlar, hacer seguimiento, evaluar las actividades y formular las

recomendaciones y modificaciones necesarias para garantizar el cumpli-
miento de los objetivos propuestos;

– Incentivar la aplicación de los resultados logrados en el curso de la
cooperación;

– Informar a las Partes sobre las recomendaciones que tengan por ob-
jeto la expansión de los intercambios y la diversificación de la cooperación;

– Definir un programa bienal de trabajo, que contemple proyectos
específicos, agentes ejecutores y fuentes de financiación.

4. Con el fin de revisar la cooperación bilateral y preparar las
Reuniones de la Comisión Mixta, se realizarán anualmente Reuniones de
Evaluación y Seguimiento. Dichas reuniones serán ejercicios de revisión
sobre el avance de los proyectos y programas de cooperación, y a ellas
asistirán:

– Los representantes del Ministerio de Relaciones Exteriores, de la
Agencia Colombiana de Cooperación Internacional, ACCI y de las
Instituciones técnicas colombianas y los representantes de la Embajada
de la República Dominicana en Bogotá, por una Parte;

– Los representantes de la Secretaría Técnica de la Presidencia de la
República y de la Secretaría, de Estado de Relaciones Exteriores, y los
representantes de la Embajada de la República de Colombia en Santo
Domingo, de otra Parte:

Los resultados de las reuniones de Evaluación y Seguimiento quedarán
anotados en un Acta que se enviará a las entidades responsables de
Cooperación, para que sirva de instrumento de coordinación en la
preparación de las futuras Comisiones Mixtas.

En las reuniones de Evaluación y Seguimiento, se pueden incorporar
nuevos proyectos y actividades de cooperación que las Partes convengan,
de conformidad con las disposiciones generales del presente Convenio.

5. La Comisión Mixta se reunirá cada dos años, en forma alternada, en
la República de Colombia y en República Dominicana.

Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo precedente, las Partes podrán
convocar de común acuerdo y cuando lo consideren necesario, reuniones
extraordinarias de la Comisión Mixta.

Artículo VII
Instrumentos y medios para la realización de la cooperación

Con el fin de facilitar la realización de los objetivos de la cooperación
estipulada en el presente Convenio, las Partes podrán celebrar Convenios
Complementarios, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo II del
presente Convenio.

En dichos Convenios Complementarios se designarán las entidades
ejecutoras de cada proyecto.

Artículo VIII
Propiedad intelectual

Las Partes garantizarán la protección adecuada y eficaz de la propiedad
intelectual generada o aplicada en desarrollo de las actividades de
cooperación estipuladas en el presente Convenio, en concordancia con
sus leyes nacionales y los convenios internacionales aplicables.

El significado del término “Propiedad Intelectual” deberá entenderse
en los términos en que es presentado por el artículo II del Convenio por
el cual se crea el Organismo Mundial de la Propiedad Intelectual, OMPI,
firmado en Estocolmo el 14 de julio de 1967.

La información de carácter científico y tecnológico, obtenida a lo
largo de la ejecución del presente Convenio, que se encuentre bajo la
protección de la propiedad intelectual, no podrá ser transferida a terceras
personas sin el previo consentimiento de la otra Parte.
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El derecho de propiedad intelectual, derivado de los programas y
proyectos bilaterales o de otros programas de cooperación ejecutados
dentro del marco del presente Convenio, será ejercido conjuntamente por
las instituciones competentes. El registro, explotación económica y
aprovechamiento de estos derechos serán reglamentados en Convenios
Especiales, si es del caso, en todo programa o proyecto.

Artículo IX
De los expertos, impedimentos, privilegios e inmunidades

El personal que en forma oficial intervenga en los proyectos de
cooperación, se someterá a las disposiciones de este Convenio y no podrá
dedicarse a ninguna actividad ajena a sus funciones, ni recibir remuneración
alguna, fuera de las estipuladas por las Partes.

Las Partes concederán a los funcionarios expertos o técnicos enviados
por el Gobierno de cualquiera de las Partes, en el Marco del presente
Convenio, que no sean nacionales ni extranjeros, residentes en el país,
además de los privilegios y exenciones que para funcionarios o peritos
respectivamente, contiene la Convención de Privilegios e Inmunidades
del 13 de febrero de 1946 de las Naciones Unidas, las facilidades
siguientes:

a) La obtención del visado correspondiente para el funcionario,
experto o técnico y los miembros de su familia que se encuentren bajo su
dependencia directa y convivan con él por el término de su misión,
prorrogable por un plazo prudencial, para que efectúen los arreglos
pertinentes para su salida del país;

b) Documento de identificación en el que se haga referencia a la
protección especial y respaldo que les concede el Gobierno del Estado
receptor;

c) Exención del pago de impuesto de aduana para el ingreso y salida
del país del menaje doméstico. También estarán exentos de dichos
impuestos el equipo y material necesario para la ejecución de los
proyectos.

Artículo X
Solución de controversias

Las discrepancias que pudieran surgir de la interpretación o aplicación
del presente Instrumento serán resueltas por las Partes, por cualquiera de
los medios de solución pacífica de controversias contemplados por los
acuerdos vigentes entre las Partes y el Derecho Internacional.

Artículo XI
Actualización del Convenio

El presente Convenio, a partir de la fecha de su entrada en vigor,
sustituirá al Convenio de Cooperación Económica, Comercial y Técnica,
suscrito entre Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la
República Dominicana, en la ciudad de Santo Domingo, el 20 de
diciembre de 1969.

Artículo XII
Vigencia y duración

El presente Convenio entrará en vigor, en la fecha de recibo de la
segunda nota diplomática mediante la cual las Partes se informen, del
cumplimiento de sus requisitos legales y constitucionales para la vigencia
del instrumento.

El presente Convenio tendrá una vigencia de cinco (5) años, y se
renovará automáticamente por períodos iguales, si ninguna de la Partes
manifiesta por escrito, vía diplomática, su deseo de no prorrogarlo, con
una antelación de por lo menos seis meses a la fecha de terminación del
período respectivo.

Este Convenio podrá ser modificado por las Partes, de común acuerdo,
por vía diplomática.

Cualquiera de las Partes podrá denunciar el presente Convenio,
mediante la notificación escrita, por vía diplomática, que surtirá efecto
seis (6) meses después de la fecha de recibo de la Nota correspondiente.
Los proyectos y programas de cooperación que se encuentren en curso,
continuarán ejecutándose hasta su culminación, salvo que las Partes
acuerden lo contrario.

Suscrito en la ciudad de Bogotá, D. C., Colombia, a los tres (3) días del
mes de agosto del año dos mil cuatro (2004), en dos ejemplares originales,
en idioma español, siendo los dos textos igualmente auténticos.

Por el Gobierno de la República de Colombia,
Carolina Barco,

Ministra de Relaciones Exteriores.
Por el Gobierno de la República de Dominicana.

Francisco Guerrero,

Secretario de Estado
de Relaciones Exteriores».

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 28 de febrero de 2005
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
Firmado,

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
La Ministra de Relaciones Exteriores (firmado),

Carolina Barco Isakson.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el “Convenio de Cooperación Técnica y científica

entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la
República Dominicana”, suscrito en la ciudad de Bogotá, D. C., Colombia,
a los tres (3) días del mes de agosto del año dos mil cuatro (2004).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la
Ley 7ª de 1944, el “Convenio de Cooperación Técnica y Científica entre
el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República
Dominicana”, suscrito en la ciudad de Bogotá, D. C., Colombia, a los tres
(3) días del mes de agosto del año dos mil cuatro (2004), que por el
artículo primero de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha
en que se perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a los…
Presentado al honorable Congreso de la República por la suscrita

Ministra de Relaciones Exteriores.
La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson

EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional, y en cumplimiento de los artículos

150 numeral 16, y 189 numeral 2 de la Constitución Política de Colombia,
presento a consideración del honorable Congreso de la República el
Proyecto de Ley por medio de la cual se aprueba el “Convenio de
Cooperación Técnica y Científica entre el Gobierno de la República de
Colombia, y el Gobierno de la República Dominicana”, suscrito en la
ciudad de Bogotá, D. C., Colombia, a los tres (3) días del mes de agosto
del dos mil cuatro (2004).

I. Consideraciones previas

Actualmente las relaciones entre la República de Colombia y la
República Dominicana en materia de cooperación económica, comercial
y técnica se derivan del acuerdo que sobre la materia suscribieron sus
gobiernos el 20 de diciembre de 1969.

Teniendo en cuenta los lazos de amistad que históricamente han
mantenido los dos países, reconociendo la importancia que la cooperación
técnica y científica representa para la intensificación de las acciones en
el orden económico y social de los dos países, y con el propósito de
fomentar, concretar y modernizar la infraestructura técnica y científica,
representantes de los dos gobiernos adelantaron las consultas pertinentes,
lo cual dio como resultado que el tres de agosto de 2004, la Ministra de
Relaciones Exteriores de Colombia y el Secretario de Estado de la
República Dominicana suscribieran el acuerdo que en esta oportunidad
se presenta a su consideración y aprobación.
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La suscripción del Convenio también fue el resultado de las reuniones
entre las instituciones gubernamentales competentes, especialmente con
la Agencia Colombiana de Cooperación Internacional, ACCI, con el
objeto de revisar la normatividad relacionada con la Cooperación entre
los dos países, de donde observó la necesidad de actualizar el Convenio
de 1969.

Adelantar el trámite de aprobación y revisión constitucional del
presente Convenio, y luego proceder al perfeccionamiento del vínculo
internacional, permitirá dar inicio a su aplicación o ejecución, lo cual
conllevará a promover la Cooperación Técnica y Científica, mediante la
formulación de proyectos específicos, en las áreas de interés común entre
Colombia y República Dominicana.

En este nuevo Convenio se acordó incluir cláusulas, que no habían
sido consideradas anteriormente son ellas: la Comisión Mixta y las
Reuniones de Evaluación y Seguimiento a los proyectos de interés
común, que operarían como mecanismo de funcionamiento e
instrumentación. Igualmente se incorporaron nuevas modalidades de
cooperación; el financiamiento a los proyectos que serán realizados por
costos compartidos; la cláusula de impedimentos, privilegios e
inmunidades, que rige los expertos extranjeros que intervienen en los
proyectos de cooperación; la cláusula de solución de controversias, que
considera que las discrepancias que puedan surgir en la interpretación o
aplicación del presente instrumento se resolverán por los medios pacíficos
previstos por el derecho internacional; la cláusula sobre propiedad
intelectual, la cual considera la protección adecuada y eficaz de la
propiedad intelectual generada y aplicada en desarrollo de las actividades
de cooperación.

Este Convenio forma parte de un grupo de acuerdos de cooperación
que Colombia, ha venido suscribiendo con el ánimo de establecer
adecuadas bases de cooperación, especialmente con los países de América
Latina, Centroamérica y el Caribe, en desarrollo de las políticas
constitucionales, y dentro del marco de la integración regional.

El presente instrumento mantiene el espíritu de la cooperación técnica,
entre los países en desarrollo (CTPD), trazado por las Naciones Unidas,
como un instrumento importante de solidaridad y crecimiento entre
países hermanos.

En efecto, este convenio constituirá un marco de singular importancia
para impulsar la cooperación que se viene desarrollando con República
Dominicana, en los sectores Agropecuario, del Medio Ambiente;
Desarrollo Productivo; Fortalecimiento Institucional y Reforma del
Estado; Turismo y Cultura, entre otros.

II. Principales aspectos regulados por el Convenio

Las cláusulas del presente Convenio, establecen compromisos
recíprocos mediante los cuales las partes procuran un intercambio de
cooperación provechoso para su mutuo beneficio, en ciencia y tecnología.

Tanto en el Preámbulo como en el artículo primero se consignan
expresiones comunes de buena voluntad entre ambos países para propiciar,
estimular y actualizar las acciones de cooperación contempladas en el
Convenio de 1969.

En el artículo II se determinaron las entidades responsables, para el
cumplimiento de los términos del presente Convenio.

Por el artículo III  se acordó la forma como se ejecutarán los programas
y proyectos específicos de cooperación Técnica y Científica; indicando
que se hará bajo la modalidad de costos compartidos; y que, en todo caso,
las Partes, de común acuerdo, podrán solicitar la participación de terceros
países y/o organismos internacionales para la financiación y ejecución de
dichos proyectos y programas.

Las áreas de Cooperación fueron determinadas en el artículo IV, sin
perjuicio de que las partes puedan ampliarlas en el futuro de común
acuerdo. Los sectores acordados son: Agua Potable y Saneamiento
Básico, Arte y Cultura, Comercio e Inversiones, Comunicación, Ciencia
y Tecnología, Desarrollo Productivo, Desarrollo y Población, Educación,
Justicia, Medio Ambiente, Modernización del Estado, Minas y Energía,
Salud, Trabajo, Vivienda, Transporte y Desarrollo Urbano, entre otros.

Las previsiones del artículo V se refieren a las modalidades de
cooperación, señalando las siguientes: capacitación e intercambio de

especialistas, profesionales, investigadores y profesores universitarios;
estudios e investigaciones; recepción de expertos; capacitación y pasantías
en instituciones de reconocido prestigio y con nivel de excelencia;
Intercambio de información estadística, técnica y tecnológica, para el
desarrollo de los proyectos conjuntos; otorgamiento de becas para estudios
de especialización profesional y estudios intermedios de capacitación
técnica; prestación de servicios de consultoría; organización de seminarios,
talleres, cursos y conferencias y otros mecanismos conjuntos de intercambio
académico y científico; proyectos integrales; envío de equipo y material
necesario para la ejecución de proyectos específicos.

Se destaca lo previsto en el artículo VI, por cuanto, para la adecuada
ejecución y funcionamiento del convenio, se creó la Comisión Mixta de
Cooperación Técnica y Científica, como instancia de funcionamiento e
instrumentación de la cooperación entre Colombia y República Dominicana.
Igualmente se definen las funciones que cumplirá la Comisión Mixta, la
cual se reunirá cada dos años, en forma alternada en las fechas acordadas
oficialmente y, para revisar el avance de los proyectos y programas de
cooperación, anualmente se realizarán las reuniones de evaluación y
seguimiento y en ellas se podrán acordar nuevos proyectos de cooperación.

Por el artículo VII se acuerda que, con el fin de facilitar la ejecución
de los distintos proyectos y programas en las áreas señaladas y hacer
efectivos los objetivos del convenio, las Partes suscribirán convenios
complementarios en los que podrá designarse una o varias entidades
ejecutoras, sin perjuicio de las entidades responsables a que se refiere el
artículo II.

En el artículo VIII queda establecido el derecho de propiedad intelectual,
que garantiza la protección adecuada y eficaz de la propiedad intelectual
generada o aplicada en desarrollo de las actividades de cooperación
estipuladas en el presente convenio.

Las previsiones del artículo XIX se refieren al compromiso adquirido
entre los dos Estados a los efectos de reconocer y conceder las prerrogativas
y privilegios especiales a los expertos, instructores y técnicos
internacionales que cada parte reciba en virtud del Convenio, de acuerdo
con la reglamentación vigente para los expertos de las Naciones Unidas.

Igualmente las Partes acuerdan otorgar las facilidades necesarias para
la entrada, permanencia y salida del personal, que en forma oficial
intervenga en los proyectos de cooperación técnica, en el Marco del
presente convenio. El personal estará sometido a las disposiciones
nacionales vigentes en el país receptor y no podrá dedicarse a ninguna
actividad ajena a sus funciones, ni recibir remuneración alguna, fuera de
la establecida, sin previa autorización de las autoridades competentes.

Por el artículo X las Partes acuerdan los mecanismos de solución de
controversias, indicando que cualquier discrepancia que surja de la
interpretación o aplicación del presente instrumento será resuelta por
cualquiera de los medios de solución pacífica de controversias reconocidos
por el derecho internacional.

El artículo XI prevé que el presente convenio, a partir de su entrada en
vigor, sustituirá al anterior Convenio de Cooperación Económica,
Comercial y Técnica, suscrito entre el Gobierno de la República de
Colombia y el Gobierno de la República Dominicana, en la ciudad de
Santo Domingo, el 20 de diciembre de 1969.

Finalmente, el artículo XIII se refiere a la vigencia y duración del
Convenio, señalando que entrará en vigor en la fecha de recibo de la
segunda Nota diplomática mediante la cual las Partes se informen de
haber cumplido con los requisitos legales y constitucionales para su
vigencia; y que su vigencia inicial será de cinco años, renovables
automáticamente por periodos iguales.

También se indica que el Convenio podrá ser modificado por mutuo
consentimiento, y dado el caso, cualquiera de las Partes podrá darlo por
terminado mediante notificación escrita a través de la vía diplomática con
seis meses de antelación, sin que esto afecte la conclusión de los
programas y proyectos formalizados durante su vigencia.

Es de resaltar que este Convenio obedece al deseo de la República de
Colombia y de la República Dominicana de promover y fomentar el
desarrollo económico y social de sus pueblos, contemplando los
mecanismos de cooperación técnica y científica.



Página 24 Lunes 11 de abril de 2005 GACETA DEL CONGRESO 148

Teniendo en cuenta lo anterior, el Gobierno Nacional, a través de la
Ministra de Relaciones Exteriores solicita al honorable Congreso de la
República, aprobar el “Convenio de Cooperación Técnica y Científica
entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la
República Dominicana”, suscrito en la ciudad de Bogotá, D. C., Colombia,
a los tres (3) días del mes de agosto del año dos mil cuatro (2004).

De los honorables Congresistas,
La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson.

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales
suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará
anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de
Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario posteriores
al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un informe pormenorizado
acerca de cómo se están cumpliendo y desarrollando los Convenios
Internacionales vigentes suscritos por Colombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno nacional encargada de
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al
Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará como
anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que el
Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República.

Amylkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.

SENADO DE LA REPUBLICA
SECRETARIA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogota, D. C.,  4 de abril de 2005
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 247

de 2005 Senado, por medio de la cual se aprueba el “Convenio de

Cooperación Técnica y Científica entre el Gobierno de la República de
Colombia y el Gobierno de la República Dominicana, suscrito en la
ciudad de Bogotá, D. C., Colombia, a los tres (3) días del mes de agosto
del año dos mil cuatro (2004), me permito pasar a su despacho el
expediente de la mencionada iniciativa que fue presentada en el día de
hoy ante Secretaría General. La materia de que trata el mencionado
proyecto de ley, es competencia de la Comisión Segunda Constitucional
Permanente, de conformidad con las disposiciones reglamentarias y de
ley.

El Secretario General honorable Senado de la República,
Emilio Otero Dajud.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 4 de abril de 2005
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por

repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el
fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase
El Presidente del honorable Senado de la República,

Luis Humberto Gómez Gallo.

El Secretario General honorable Senado de la República,
Emilio Otero Dajud.

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2005
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